Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 12 minutos.) 


La Comisión de Asuntos Internacionales tiene el gusto de recibir al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, economista Fernando Lorenzo, a todo su equipo y al señor Ministro Interino de 
Relaciones Exteriores, Roberto Conde, quien también ha concurrido con sus asesores, a los efectos 
de comenzar el tratamiento en esta Comisión del Acuerdo entre la República Oriental del Uruguay y la 
República Argentina relativo al intercambio de información tributaria y método para evitar la doble 
imposición, y su Protocolo, suscrito el 23 de abril de 2012, en el departamento de Colonia. 


Le damos la palabra al señor Ministro de Economía y Finanzas para que dé comienzo a su 
intervención. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Antes de presentar y comentar algunos aspectos que merecen una mención inicial, referidos 
al tratado por el que fuimos convocados, queremos entregar a la Comisión el contenido de un 
expediente del Ministerio. En realidad, habíamos asumido el compromiso de mantener informado al 
Parlamento sobre las acciones que Uruguay ha ido tomando en el marco de la cooperación tributaria y 
fiscal a nivel internacional. Es así que estamos aportando información que relata hasta el presente las 
acciones llevadas adelante tanto en materia de negociación -tarea que está a cargo del Ministerio de 
Economía y Finanzas y del Ministerio de Relaciones Exteriores- como de actividades de contacto 
directo entre administraciones tributarias, procesos de negociación externa y todo lo referido a las 
tratativas y a las gestiones que se han realizado frente al Foro Global sobre Transparencia e 
Intercambio de Información en Materia Tributaria. 


Informe presentado por el señor Ministro de Economía y Finanzas 


Este informe, actualizado con las últimas informaciones que tenemos sobre esta materia, se 
los vamos a entregar en soporte papel, no obstante lo cual si quisieran distribuir el material y 
necesitaran tenerlo en soporte electrónico, también podemos proporcionárselo. 


Esta es la primera Cámara en la que estamos presentando este tema para que el Parlamento 
ratifique el Acuerdo de intercambio de información tributaria y método para evitar la doble imposición 
con la República Argentina que, como decía el señor Presidente, fue firmado el 23 de abril de 2012. 


Tanto el contenido de este tratado como las bases de la negociación llevada adelante por el 
Gobierno uruguayo, estuvieron enmarcados dentro de la comparecencia conjunta que tuvimos a fines 
del año pasado en la instancia de interpelación al señor Canciller de la República, de la cual nosotros 
también participamos. En aquella oportunidad establecimos cuáles eran los lineamientos que el 
Gobierno uruguayo iba a llevar a los ámbitos de negociación bilateral en el caso del convenio que se 
estaba preparando y trabajando con la República Argentina. Como se podrá recordar, en ese momento 
determinamos cuatro pilares o cuestiones sobre las que íbamos a hacer especial énfasis a lo largo del 
proceso de negociación del acuerdo bilateral en esta materia con la República Argentina. 


En primer lugar, aspirábamos a que el tratado contemplara los aspectos de intercambio de 
información tributaria que, de alguna manera, están asociados a los puntos abordados efectivamente 
en el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Fiscal en Materia Tributaria. 
Reitero que las actividades del Foro Global versan sobre el intercambio de información fiscal en 
materia tributaria; y, a su vez, sobre él versan las observaciones que la República había recibido ante 
la necesidad de suscribir acuerdos con determinadas jurisdicciones relevantes. Concretamente, 
aspirábamos a que el acuerdo bilateral con Argentina incorporara la posibilidad de contar con un 
tratado que evitara la doble tributación. Este fue el primer lineamiento que nos propusimos incluir. 


Quiero hacer un comentario relacionado con lo dicho anteriormente. En principio, en la lógica 
de trabajo de las actividades que se realizan en el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de 
Información Fiscal en Materia Tributaria, negarse a suscribir un tratado de esta índole ante el planteo 
de un socio que forma parte del Foro, es mostrar una actitud no cooperante. Sin embargo, no ocurre lo 
mismo con un tratado que puramente apunte a evitar la doble tributación. O sea que no se considera a 
una jurisdicción como no cooperante por negarse a avanzar en un tratado que evite la doble 
tributación. Creemos que en lo que se refiere a la calificación de los países en el marco de las 
actividades de cooperación internacional en cuanto a los que cooperan o los que no cooperan, hay 
una suerte de asimetría. Aclaro que esto versa exclusivamente respecto a la actitud que tienen en 
materia de cooperación en el intercambio de información tributaria, porque los aspectos vinculados con 
la eliminación de la doble tributación o con los métodos para evitar, atenuar o mitigar los efectos en 
materia de doble tributación, no tienen las mismas características para calificar a una jurisdicción como 
cooperante o no cooperante a nivel internacional. Por lo tanto, el hecho de que la República se 
planteara como objetivo que en la negociación bilateral con Argentina estuvieran los dos elementos era 
algo que, en principio, no teníamos certezas acerca de su éxito. Afortunadamente, hoy podemos 
presentar un convenio que efectivamente tiene las dos dimensiones: las tradicionales, referidas a los 
mecanismos de intercambio de información tributaria; y las específicas, por cierto muy detalladas, 
precisas y que en este caso se traduce en elementos que tienen que ver con alcanzar un método y un 
procedimiento -que después comentaré- para evitar la doble tributación entre ambos países. 


El segundo elemento que orientaba la actitud y posición negociadora de nuestro país tenía 
directa relación con asegurar que no iba a haber -al amparo del tratado que se firmara- actuaciones de 
la administración tributaria uruguaya en Argentina y que tampoco iba a haber intervenciones o acciones 
de la administración tributaria argentina en Uruguay. Cabe aclarar que, nuevamente, distintos tratados 
y soluciones a nivel internacional admiten unas y otras de estas aproximaciones. Con respecto a este 
tema, se hicieron consultas políticas, incluso, a nivel de los distintos partidos, pues este era un tema 
sensible para nuestro país y aspirábamos a lograr que efectivamente esto fuera posible. En este caso 
-también afortunadamente- el tratado que suscribimos con Argentina no prevé la actuación de 
administraciones tributarias de una de las partes en la otra parte. 


En tercer lugar, teníamos especial preocupación de que dada la intensidad de la relación y de 
los vínculos que Uruguay tiene con Argentina, el tratado estuviera precisamente escrito de forma de 
asegurar la no retroactividad de las actividades que van a estar reguladas por él. En términos del 
contenido explícito del tratado, queda claramente establecido que no hay ninguna posibilidad de que 
exista la intervención o la actuación de administraciones tributarias de un país en el otro. 


Por último, quiero dejar meridianamente claro -es algo que tiene directa vinculación con la 
magnitud de los vínculos de Uruguay con Argentina- que todo el intercambio de información tributaria 
que se realizara al amparo del tratado, iba a estar regido por algunos principios que son fundamentales 
para nuestro ordenamiento tributario y que pretendíamos, además, que estuvieran consagrados en el 
proyecto de ley. Este tema tiene especial relación con la confidencialidad de la información que se 
maneja en estos intercambios de información tributaria y con un tema muy específico, que formó parte 
de los análisis y las preocupaciones que habíamos encontrado a nivel político en nuestro país: 
asegurar que no iba a haber ninguna clase de operación imprecisa de búsqueda de elementos 
tributarios o de niveles de evasión tributaria a través de lo que se conoce como operaciones de pesca. 
Es decir que al amparo del tratado no había posibilidad de que se realizaran operaciones o solicitudes 
de información que no fueran precisas. Esto implica protocolizar exactamente en qué consiste una 
solicitud y establecer que la única forma de realizarla sería la contemplada en el tratado. En este caso, 
efectivamente quedan excluidas de manera expresa las operaciones al barrer, de pesca o investigación 
porque, sin lugar a dudas, no forman parte de la lógica de este tipo de tratados. Por supuesto, en el 
presente Acuerdo hay menciones expresas a este respecto -tal como lo dijimos, de manera muy 
general, en ocasión de nuestra comparecencia en el mes de diciembre- pero claramente sus normas 
no pueden, en absoluto, estar cambiando ese sistema de derechos y garantías que tienen los 
ciudadanos y los contribuyentes en nuestro país. Es más: las redacciones de algunos de los artículos 
del tratado -si los señores Senadores lo creen conveniente, después podremos analizar esto con más 
detenimiento- ponen a resguardo, con expresiones nítidas y claras, el marco de garantías que tienen 
los contribuyentes en el Uruguay; por lo tanto, en nuestro país, la relación de los ciudadanos y las 
empresas con la Administración está absolutamente preservada. Estos tratados no deben cambiar eso; 
por eso en el proceso de negociación nos preocupó expresamente que quedara meridianamente claro 


que esas garantías permanecían a resguardo de cualquier interpretación posible del contenido del 
tratado. 


Este Acuerdo presenta algunas singularidades respecto a otros que Uruguay ha suscrito en 
la materia, y quisiera comenzar mencionando la primera y más importante de ellas. Hasta ahora, el 
Uruguay no había firmado un tratado que fuera de intercambio de información y donde se incluyera el 
método para evitar la doble tributación. Hasta este momento, nuestro país había firmado dos tipos de 
tratados: los destinados a evitar la doble tributación, que incluían la cláusula 26 -que forma parte del 
formato habitual de estos acuerdos- y, por tanto, el mecanismo y los procedimientos de intercambio de 
información, y otros que únicamente tenían que ver con el intercambio de información, no con la doble 
tributación. Quiere decir que en el marco de un tratado para el intercambio de información no habíamos 
concretado una pieza que recogiera normativa expresa acerca de cuáles serían los procedimientos y el 
método a utilizar para evitar la doble tributación. Me parece que este es el primer aspecto importante a 
mencionar sobre este tratado, porque lo hace diferente a otros que ya han sido considerados aquí y 
que cuentan con ratificación parlamentaria. 


La estructura del Acuerdo suscrito en el mes de abril está organizada en torno a cinco Títulos 
y trece artículos. 


El Título | incluye solamente el artículo 1 y refiere a disposiciones generales; estamos 
hablando de elementos que no presentan ninguna novedad respecto a lo que es habitual en los 
tratados en esta materia. Cabe señalar que en el Parlamento ya se han discutido y analizado múltiples 
acuerdos con cláusulas similares a las que se incluyen en este caso. 


El Título Il refiere íntegramente al tema del intercambio de información; es aquí donde se 
introducen detalladamente todos los aspectos que regulan ese proceso que se realizará al amparo del 
tratado. 


Así, en los artículos 2 a 8 se pasa revista al objeto y ámbito del intercambio de información, a 
la definición de la jurisdicción sobre la que versa el intercambio de información tributaria, y también se 
hace explícita mención a cuáles son los impuestos comprendidos. 


El artículo 5 establece especialmente que el intercambio de información es a solicitud; de 
hecho, así se denomina este artículo. 


El artículo 6 determina cuál es la posibilidad de rechazar esa solicitud y precisa los 
elementos de confidencialidad y los costos administrativos del funcionamiento de las actividades de 
intercambio de información tributaria. Todo esto está condensado entre los artículos 2 y 8 del tratado. 


El Título Il abarca esencialmente los artículos 9, 10 y 11 y explicita el método para evitar la 
doble tributación. ¿Qué implica esto? La definición de quiénes son los sujetos, cuáles son los 
impuestos comprendidos en el método propuesto y cuál es el mecanismo al que se va a apelar para 
evitar la doble tributación. 


Insisto: uno de los aspectos que importa en la redacción del Acuerdo es que está 
expresamente indicado cuál es el método, que no dependerá de las características del ordenamiento 
interno ni de los avatares que pudiera sufrir el ordenamiento jurídico, tanto uruguayo como argentino. 
Aquí se establece cuál es el método a aplicar. 


El Título IV simplemente refiere al mutuo acuerdo de las Partes para el funcionamiento del 
tratado. 


El Título V comprende el artículo 13 y especifica la entrada en vigencia y la denuncia del 
convenio. 


Esta es la estructura del tratado y si el señor Presidente está de acuerdo, no me gustaría 
entrar en el detalle del articulado, pero sí mencionar algunos aspectos que merecen un comentario 
especial y que, a mi entender, facilitan la discusión y el análisis del presente Acuerdo. 


Ante todo, quiero hacer mención al concepto de información previsiblemente relevante. ¿Cuál 
es la información relevante que se maneja en este tipo de acuerdos? Deseo advertir que no toda la 
información será objeto de intercambio, sino aquella que es previsiblemente relevante para realizar 
tareas inherentes a las labores de las administraciones tributarias y también a la administración y 
aplicación de la legislación interna de los Estados Partes con relación a sus impuestos y a los asuntos 
tributarios en él comprendidos. El estándar de previsible relevancia al que se afilia la norma supone 
que las solicitudes de información que se realicen deben referirse a casos concretos, debidamente 
fundados. Este es el contenido específico de la norma. 


Obviamente, hay aspectos referidos al objeto y al ámbito del intercambio de información que 
tienen directa relación con aquellos vinculados a la tutela jurídica del contribuyente, a sus garantías y al 
respeto del orden jurídico interno. Aquí el Acuerdo tiene especial cuidado en preservar las garantías y 
los derechos de los contribuyentes que están establecidos en nuestra legislación. Entendemos que 
merece un comentario especial el hecho de que, en esta parte, la redacción del tratado se aparta de la 
del modelo estándar de la OCDE, que dice: “Los derechos y garantías reconocidos a las personas por 
la legislación o la práctica administrativa de la Parte requerida seguirán siendo aplicables siempre que 
no impidan o retrasen indebidamente el intercambio efectivo de información”. Este es el modelo OCDE 
para esta clase de tratados. En el tratado bilateral con la República Argentina que estamos 
comentando se establece una diferencia porque se omite expresamente la frase: “siempre que no 
impidan o retrasen indebidamente el intercambio efectivo de información”. O sea que aquí la tutela de 
los derechos del contribuyente está por delante de la celeridad de la tramitación de la información. A 
nuestro entender, de esto puede extraerse una voluntad clara y contundente de los Estados Partes de 
reconocer los derechos y garantías que estarían comprendidos en la redacción del modelo de la 
OCDE, aun cuando la tutela pueda suponer dilaciones o eventuales impedimentos para el efectivo 
intercambio de información. Quiero señalar especialmente estos aspectos porque implican un 
apartamiento de las estructuras estándar en la materia. Los señores Senadores podrán ver que todo 
esto está expresado en forma diferente respecto a otros tratados que han considerado. Aclaro que me 
estoy refiriendo al artículo 2 del tratado. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, puedo detenerme en aspectos relacionados con 
las características que debe tener la solicitud de información. Concretamente, ella debe ser específica; 
obviamente, no existe obligación de dar información que pueda contrariar el orden jurídico del país y 
tampoco existe obligación de proporcionar información sujeta a secreto profesional, comercial, 
empresarial, mercantil o de un proceso industrial. A su vez, el levantamiento del secreto bancario 
deberá ser autorizado por Juez competente; la reserva impuesta al Banco Central del Uruguay con 
relación a la información comunicada por los titulares de participaciones patrimoniales al portador, que 
debe realizar toda actividad residente en el país, tampoco se afecta y no existe obligación de 
proporcionar información que pueda revelar comunicaciones confidenciales entre cliente y abogado u 
otro representante legal conocido si tales comunicaciones se producen en el marco del asesoramiento 
jurídico o para un procedimiento jurídico. Tampoco existe obligación de proporcionar información que 
pueda ser utilizada para administrar o hacer cumplir una disposición de Derecho Tributario que resulte 
discriminatoria contra nacionales o ciudadanos. Como mencioné, la información intercambiada debe 
ser confidencial y solo puede ser utilizada con los fines del Acuerdo. Por tanto, en todos los casos, 
antes de proporcionar la información se entregará vista al contribuyente acerca de esta actividad con 
un plazo de cinco días. 


Por otra parte, existe una caracterización muy precisa de cómo se realiza la solicitud y cuáles 
son los trámites a seguir. Recuerdo que se trata de tramitación de información referida a un 
contribuyente. Las operaciones al barrer están excluidas y es por esa razón que tienen que venir 
debidamente justificadas. Además de estar mencionadas en el tratado, deben contar con un conjunto 
de formalidades adicionales que hagan que esto no pueda ser interpretado como otra cosa que una 
herramienta para que las administraciones tributarias de nuestros países hagan mejor su trabajo, ya 
sea cuando están en una investigación o ante presunciones reales de evasión. Dado el conjunto de 
formalidades que tiene este tipo de tratados -que los señores Senadores seguramente van a 
encontrar- se pone a resguardo de que se pueda aplicar en forma masiva y no sujeto a casos 


concretos; en ese sentido, hay razones muy fundadas para las administraciones tributarias a la hora de 
utilizar dicho Acuerdo. 


El tratado prevé, como ya mencionamos, la posibilidad de rechazar una solicitud; no toda 
solicitud necesariamente debe tener una respuesta afirmativa. Es más, estuvimos viendo la información 
existente de estos últimos tiempos referida a la Argentina -como también la relativa a otros países- 
sobre las solicitudes realizadas, la información recibida y cuál es la relación cuantitativa entre las 
solicitudes y la efectiva entrega de los datos. Lo que surge de allí es que esa relación es 
aproximadamente de tres a uno. Es decir que de cada cuatro solicitudes, en tres casos se termina 
accediendo. 


¿Cuáles son las razones para rechazar una solicitud? Que no respete las formalidades. Si 
hay formalidades impuestas, es lógico que el tratado prevea en qué casos no se cumplen las 
formalidades y por tanto se excluye la posibilidad de acceder a la solicitud. 


Otra razón es que el solicitante no haya utilizado los medios disponibles en su Estado para 
obtener la información solicitada, lo cual consideramos muy importante. Tiene que quedar explícito que 
cuando un Estado va a solicitar información a otro, haya agotado todos los mecanismos de 
investigación con la propia información. Por tanto, tiene que ser algo sobre lo cual hay una 
investigación. Este aspecto deja clara y circunscripta la posibilidad de que las solicitudes estén 
relacionadas con lo que se está investigando y no con el simple intento de ver si un contribuyente tiene 
o no problemas con la administración tributaria. 


También se puede rechazar cuando la solicitud implique revelar información cuya 
comunicación sea contraria al orden público. Esta cláusula permite que el Estado requerido deniegue la 
información cuando esta pueda ser utilizada, por ejemplo, para llevar adelante una persecución política 
O racial contra ciertas personas. Se rechaza de plano una solicitud que presumiblemente afecte el 
orden público del país al que se le solicita la información. 


Está también previsto el rechazo en casos en que se revele información sujeta a secreto 
profesional, comercial, empresarial, mercantil o a un proceso industrial. El propio texto del Acuerdo 
consagra la protección de los datos incluidos en los secretos reseñados, lo cual también hay que 
destacar. 


Tampoco existe la obligación de proporcionar información que pueda revelar comunicaciones 
confidenciales entre clientes y abogados, lo que nos vincula directamente con comentarios que había 
realizado anteriormente sobre esta cuestión. 


A su vez, tampoco está previsto brindar información en el caso de encontrarse en su 
jurisdicción. El Estado requirente no puede obtener y proporcionar información en virtud de lo dispuesto 
en su Derecho interno. Es decir que no se nos puede pedir ni podemos solicitar información dado 
nuestro orden jurídico y de la contraparte; no está previsto que el Estado deba acceder a esa solicitud. 
O sea, no nos vemos obligados a juntar una información que nuestro ordenamiento jurídico no prevé; 
no hacemos un trabajo adicional al que ya realizamos en el marco del Derecho vigente en nuestro país. 


Por último, se puede rechazar una solicitud cuando la información es solicitada para aplicar o 
hacer ejecutar una disposición que resulte discriminatoria contra un nacional o ciudadano de la parte 
requerida en relación a la parte requirente en las mismas circunstancias. Lo que se está haciendo es 
excluir de la obligación de intercambiar información todos los datos que puedan derivar de un trato 
desigual. 


Este es, entonces, el conjunto de normas que regulan la decisión de acceder o no al 
intercambio de información. Ya hicimos comentarios referidos a la confidencialidad; obviamente, 
violarla es asimilable, desde el punto de vista de nuestro ordenamiento jurídico, a romper el secreto 
tributario. O sea que es un hecho muy grave. Cuando se le entrega información a otro Estado al 
amparo de un tratado de este tipo, queda a resguardo el secreto tributario. La violación de la 


confidencialidad es considerada un hecho grave en el funcionamiento de las actividades de las 
administraciones tributarias y, por tanto, es causa suficiente de denuncia del tratado. 


¿Cuáles son los principales rasgos de los artículos referidos a la eliminación de la doble 
imposición? Decíamos que está previsto expresamente en el tratado a qué personas físicas y jurídicas 
abarca, es decir, qué tipo de contribuyentes están comprendidos en el procedimiento para evitar la 
doble tributación. Además, se establecen reglas que resuelven problemas que pueden presentarse en 
la práctica; por ejemplo, hay reglas que prevén que el mismo contribuyente -ya sea una persona física 
o jurídica- esté en los dos países. De algún modo, se especifican reglas de desempate, es decir, que 
terminen adjudicando la preeminencia de una jurisdicción sobre otra para decir dónde está radicado el 
contribuyente. 


Los impuestos comprendidos son los siguientes. En Uruguay son seis los impuestos que 
están comprendidos en el método para eliminar la doble tributación: el Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas, el Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios, el Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas, el Impuesto a las Rentas de los No Residentes, el Impuesto de 
Asistencia a la Seguridad Social y el Impuesto al Patrimonio. En el caso de Argentina, son tres los 
impuestos comprendidos: el Impuesto a las Ganancias, el Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta y 
el Impuesto sobre los Bienes Personales. 


¿En qué consiste el método? Básicamente, se trata de un recurso al crédito fiscal como 
mecanismo para asegurar que los pagos que realiza un contribuyente en una jurisdicción puedan ser 
llevados como crédito fiscal a la otra jurisdicción con la que tenga obligaciones. Quiere decir que de 
este modo queda bien claro que no puede aplicarse una doble tributación, porque el crédito fiscal 
asegura que lo que se pagó en un lugar no se paga en el otro. De manera muy práctica, este es un 
método muy transparente y eficiente. Además, al estar consagrado en el texto que este es el 
mecanismo, no depende en absoluto de otro elemento, sino simplemente de que se encuentre en 
vigencia el tratado para que esto opere de esa manera. 


Las cláusulas de vigencia son muy claras. En este informe elaborado por nuestros asesores - 
que hemos acercado a la Comisión- además de estudiar la norma específica del tratado, quisimos 
hacer un análisis más profundo acerca de en qué momento y bajo qué condiciones entrará en vigencia 
cada uno de los tratados internacionales en general. Para aclarar cualquier vacío o duda que pudiera 
haber con relación a la entrada en vigencia, se procedió a un análisis muy minucioso. 


Quisiera finalizar haciendo un comentario referido a algunos acontecimientos recientes que 
tienen que ver con la posición de Argentina respecto a los tratados de doble tributación, puesto que 
tienen especial importancia a la hora de valorar las características de este tratado y por qué Uruguay 
queda a resguardo de problemas que otros países están teniendo con sus tratados bilaterales para 
evitar la doble tributación con el vecino país. 


Los señores Senadores saben que Argentina tiene treinta y cuatro convenios firmados: 
veinte para evitar la doble imposición y catorce de intercambio de información propiamente dicha. En 
estos últimos tiempos Argentina ha procedido a la denuncia de varios de estos tratados. Voy a 
mencionar tres de ellos, ocurridos este año: con Suiza, Chile y España. Decía que estos tres tratados 
son denunciados por Argentina, que seguramente aspirará a una renegociación en este sentido. 


En realidad, al estar incluido el método para evitar la doble tributación en el tratado de 
intercambio de información -el tratado que suscribimos con Argentina- no puede realizarse cualquier 
denuncia de este tratado referida a insatisfacción con el mecanismo para evitar la doble tributación sin 
que caiga el componente de intercambio de información propiamente dicho. Me parece que esto es 
algo que hace a las características de este Acuerdo, que lo hace singular respecto a otros relativos a 
intercambio de información o para evitar la doble tributación en los modelos OCDE o en los modelos 
estándar internacionales. 


Estos son los elementos que creí oportuno destacar acerca del tratado y quedo a disposición 
de la Comisión para evacuar consultas. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Gracias señor Ministro, señor Subsecretario de Relaciones Exteriores 
y demás acompañantes. 


Sin perjuicio de alguna intervención que vamos a tener hoy y, por supuesto, después de 
haber escuchado a técnicos que queremos que nos asesoren -y también sin perjuicio de lo que 
diremos los Senadores del Partido Nacional en el Plenario- me gustaría que lo que voy a decir lo 
tomen como lo que es: algo sincero. ¿Esto notoriamente se realiza más en beneficio de la República 
Argentina que del Uruguay? Lo digo, por razones de corrientes inversoras; me parece que no tengo 
que explicarlo. Además, no se trata de un invento, sino que es una realidad. 


Por eso, señor Ministro, abógueme a favor del interés uruguayo en suscribirlo; deme 
elementos para convencerme o ayudarme y, de esta forma, ponerme en una posición más proclive. 


Muchas gracias, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Para responder a la pregunta bien concreta formulada por el señor Senador 
Lacalle Herrera y pueda entender una línea de defensa muy sólida y de justificación muy sólida acerca 
de la estrategia que el país lleva adelante -incluyendo la suscripción del Acuerdo que estamos 
considerando en estos momentos y de la conveniencia que tiene la estrategia que el Gobierno está 
impulsando- para no equivocarme ni cambiar la aproximación, me gustaría remitirme al abordaje que 
realizamos en el mes de diciembre en ocasión de nuestra comparecencia. Allí nosotros pusimos en 
clave de prioridad estratégica para la inserción internacional del país el ser parte de la cooperación 
tributaria y financiera a nivel internacional. Este es un aspecto que elevamos a la categoría de ser uno 
de los pilares más importantes para un país con la reputación que el Uruguay se ha ganado 
genuinamente en diversos ámbitos internacionales y por mérito propio. Debemos ser parte de una de 
las tendencias que van a definir las formas de cooperación en el nuevo mundo globalizado. Si esto es 
así, ser parte de la cooperación solo puede traer beneficios para el Uruguay. No hay nada mejor que 
desarrollar la estrategia en profundidad; este es el principal elemento que justifica el conjunto de 
acciones que se despliegan. ¿Qué incluye desplegar la estrategia y darle contenido? Implica 
necesariamente dos cosas. La primera es ser parte del ámbito en el que ocurren la cooperación y los 
mecanismos en que esta se desarrolla; por eso somos parte del Foro Global sobre Transparencia e 
Intercambio de Información en Materia Tributaria. Entendemos que participar activamente y no quedar 
marginados de esa institucionalidad es el primer ingrediente. La regla de oro de esa forma de 
cooperación es ser parte de un proceso en el cual uno es analizado y, además, participa y opina sobre 
el análisis de los otros. Es una evaluación entre pares, y nos sometemos a ella con nuestro 
ordenamiento jurídico y nuestras capacidades para cooperar en esta materia. 


Cuando nos presentamos a esa institucionalidad, estamos dando una señal muy importante 
que, en primer lugar, aleja la posibilidad de que alguien pueda presumir que no queremos ser parte de 
la cooperación. Ser parte activa de esa actividad es la primera señal de querer cooperar. Obviamente, 
este es un elemento central; recordemos todas las veces en que ha surgido información de este tipo en 
los medios del Uruguay, y esto también ocurre en otros países. Hay algunos que creen que han hecho 
enormes esfuerzos y se han ganado en buena ley la respetabilidad, el cuidado y la consideración de la 
comunidad internacional y, sin embargo, aparecen vinculados a listas negras, listas grises o cualquier 
tipo de atropello en términos de lo que son las valoraciones de terceros sobre uno. Esta es la mejor 
forma de evitar que se nos califique como no cooperantes y se nos incluya en cualquier tipo de lista por 
la sola decisión de no ser parte del ámbito donde se definen las características de la cooperación. 


Ahora bien, cuando un país participa de ese ámbito, llega con su ordenamiento jurídico y sus 
capacidades. El ordenamiento jurídico se evalúa en lo que se denomina la Fase 1 y las capacidades 
efectivas de cooperación, en la Fase 2. Uruguay está inmerso en la Fase 1 y estamos aspirando a 
completarla para poder ser parte de la Fase 2. No acceder a la Fase 2 nos coloca en una situación muy 
delicada como nación no cooperante, porque significa que nuestro ordenamiento jurídico no es pasible 
de ser homologado a los estándares que todos los países nos dimos y aceptamos como necesarios 
para ser parte de la cooperación. 


Cuando logramos ser parte y llegamos con nuestro ordenamiento jurídico, se nos realizan 
observaciones y recomendaciones del mismo tipo de las que recibimos en otras evaluaciones de 


instituciones tremendamente prestigiosas. Por ejemplo, cuando la OIT hace sus análisis de la 
normativa laboral uruguaya, realiza una evaluación y plantea recomendaciones que a veces son 
incómodas para los Gobiernos que las reciben, porque son efectuadas por una organización que tiene 
respetabilidad y credibilidad. Lo mismo pasa con la Organización Mundial del Comercio, que analiza 
nuestra política comercial y nos señala -y bien que lo ha hecho en los tiempos de fuertes corrientes 
proteccionistas y realidades proteccionistas en nuestro país- nuestros apartamientos de los estándares 
que aceptamos y los compromisos que las naciones que cooperan en materia de comercio 
internacional asumen. Pero hablemos de instituciones quizás menos multilaterales en su efectiva 
composición política. Cuando el Fondo Monetario Internacional analiza la realidad del sistema 
financiero de un país, por ejemplo a través del FSAP -el Uruguay va a tener una nueva evaluación del 
Estado que estará llegando en el mes de setiembre- los técnicos expresan lo que consideran que 
tienen que opinar y hacen las recomendaciones sobre lo que creen que tenemos que hacer. 


Cuando un país llega a una evaluación, no espera que le digan que todo está bien, porque 
generalmente se señalan que algunas cosas están acorde a los estándares de la cooperación y otras 
no. Entre las que no lo están, algunas son sustantivas y otras no. Un país que quiere cooperar debe 
tener en cuenta lo sustantivo, manifestar si quiere ser parte de la cooperación -porque le asigna un 
valor estratégico importante- y avanzar en esa dirección, pero tiene que hacerlo por decisión propia. La 
decisión de ser parte de la cooperación es nuestra, como también lo es la de atenernos o no a los 
estándares. Insisto, señor Senador, en que se trata de una decisión estratégica desde el punto de vista 
del enfoque con el que nosotros tomamos las decisiones sobre estas cuestiones. 


Las observaciones que le realizaron a Uruguay tienen que ver con el concepto de que hay 
países que quieren suscribir acuerdos con él y hasta el momento el nuestro no les ha dado respuesta. 
Uruguay solamente tenía dos casos. Con respecto al concepto de país relevante, antes de comenzar 
los análisis creí que la relevancia tenía que ver con que teníamos muchos comercios, mucha actividad 
económica, mucha relación bilateral, pero después me di cuenta de que el concepto de relevancia tiene 
otro rasgo jurídico. Para la cooperación es relevante que todo país diga: “Yo soy relevante; yo quiero 
tener un tratado con usted y, si usted quiere ser cooperante, ¿por qué me va a negar la posibilidad de 
tener un tratado de cooperación en una materia tan importante como esta?” 


En el proceso de evaluación del Uruguay, hubo dos países que dijeron que querían tener un 
tratado con nosotros y que no habían obtenido respuesta: Argentina y Brasil. Uruguay, como quería ser 
cooperante, dijo que iba a actuar de la misma forma en que lo hacía con el resto de los países, porque 
los tratados y las herramientas son instrumentos al servicio de la estrategia. 


A efectos de ir culminando, quiero expresar una línea argumental que creo es la más 
importante, por lo menos desde la perspectiva a más largo plazo del país. A un país como el Uruguay, 
que en este momento tiene posibilidades y realidades muy concretas en materia de expansión de la 
inversión y que congrega la atención y el interés para desarrollar en él proyectos de riesgo y de 
inversión muy importantes, tanto para los ciudadanos uruguayos como para los de cualquier otra parte 
del mundo; a un país que tiene tal relevancia en su estructura en cuanto a las decisiones de inversión 
que no las toman solo nuestros connacionales; a un país con esas características, en el que la 
inversión extranjera directa tiene un papel como el del Uruguay, que es intachable en su capacidad de 
cooperación y su institucionalidad en materia fiscal y financiera; a un Uruguay que construimos entre 
todos, sólido, reputado, de calidad institucional, no le haríamos ningún favor, sino que en realidad le 
crearíamos un enorme problema si dijéramos que es un país que, si bien parecía que tenía todas esas 
cualidades, no quiere ser parte de la cooperación por argumentos y causas que son inconfesables. 


¿Qué principio del ordenamiento jurídico uruguayo aparece violentado por suscribir un tratado 
con Alemania, Francia, España o Argentina? Ninguno. Nosotros no queremos fundar el desarrollo del 
Uruguay en ser cuna de evasores ni de gente que constituya ilegalidades fuera de nuestro país. 
Nosotros queremos ser un país al que se venga a hacer negocios o se confíe en él únicamente por las 
características propias de lo que son nuestros activos fundamentales. 


Entiendo perfectamente que cuando se analizan esta clase de temas, confluyen elementos 
históricos, reales y circunstanciales, que, como en este caso, hacen caer un tratado en el marco de una 


enorme cantidad de contenciosos que nuestra República tiene con la República Argentina y que 
lesionan intereses muy reales y concretos del Uruguay. 


Quiero aclarar que esto no lo hacemos por la Argentina sino por el Uruguay. No hay ninguna 
valoración ni preocupación de nuestra parte por algo que no sea el Uruguay. Dicho de otra forma: no 
hay un ápice de atención de intereses que no sean los de la República Oriental del Uruguay. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Aclaro que no pienso de otra manera acerca de las últimas palabras 
del señor Ministro y no tengo la más mínima sospecha al respecto; de lo contrario, no le estaría 
formulando estas preguntas. 


Por otra parte, me gustaría que el señor Ministro -que es un hombre que no viene de la 
actividad política, sino de un ámbito principalísimo y muy prestigioso de contacto con el mundo- nos 
dijera, en forma concreta, cuáles son los costos de no firmar estos tratados con la República Argentina 
y con la República Federativa del Brasil. Con el conocimiento que tiene el señor Ministro y la 
responsabilidad que ha asumido ahora, me gustaría que nos dijera si esto vale diez, veinte o nada y 
que lo fundamentara, no con la intención de que sea un examen sino para contar con algunos 
elementos de juicio. 


SEÑOR MINISTRO.- No solo no lo considero un examen sino que me parece una excelente forma de 
exponer las valoraciones más sustantivas, concretas y con mayor contenido en este tipo de tratados, 
en particular el que está a consideración ahora. Agradezco que se nos permita expresarnos en 
términos de lo que creemos son los eventuales costos que tendría, en primer lugar, no ser parte de la 
cooperación internacional. En este sentido quiero decir que, de todos los costos posibles, para mí, 
como uruguayo -también como integrante del Gobierno, pero sobre todo como uruguayo- el más 
importante es el costo en la reputación del país y no me sentiría nada bien si este se viera 
verdaderamente deteriorado por ser calificados como no cooperantes en una materia tan importante. 
Esto es algo que me pesa muchísimo porque he visto las reacciones de los políticos, los empresarios y 
los trabajadores uruguayos cada vez que nos incluyen en una calificación injusta y que consideramos 
que no se respeta ni se tiene en cuenta lo que somos como país y como institución. Insisto en que he 
visto las reacciones y la preocupación que eso genera. Justamente, en la interpelación a la que 
concurrimos en el mes de diciembre, parte de lo que se le observaba al Gobierno -a mi entender, con 
razón- era que debía ser vigilante de la reputación del país y que tenía la responsabilidad de actuar 
cuando se produjeran esas inclusiones en tales o cuales listas que lesionan nuestra reputación. Ese 
aspecto fue parte del planteo medular que escuchamos en esa sesión y, tal como lo dije en aquel 
momento, creo que es absolutamente real. El Gobierno tiene la obligación de velar por el 
mantenimiento de esa reputación y eso es algo que personalmente me pesa mucho. 


Este costo es lo suficientemente pesado e importante como para poder decir que con él 
alcanza, pero, además, hay una extensa literatura y documentación --que nosotros repasamos- que 
hace referencia a las reacciones potenciales de otros países con respecto a una jurisdicción no 
cooperante. En el informe de la Asesoría del Ministerio que acabamos de entregarles - 
lamentablemente no se lo pudimos hacer llegar con antelación- hay un listado de las amenazas, los 
riesgos y los problemas que podrían existir. Permítaseme decir que, en este caso, decidimos no entrar 
en la valoración de cuánto vale cada una de ellas; simplemente pusimos en la lista las cosas de las que 
se habla. Déjenme no ponerle probabilidad ni costo económico concreto a nada de esto; primero, 
porque ponerle probabilidad es muy complejo, y poner costo económico sin saber en qué escenario de 
represalias nos podemos encontrar es algo que escapa complemente a mi capacidad, ya no 
profesional, sino a la capacidad mínima de explicar por qué hago esas estimaciones. Entonces, 
permítanme decir que preferimos hacer el listado. Fue un trabajo exhaustivo en el que nos 
preocupamos por entender cuáles eran las cuestiones. Y voy a decir algo concreto porque algunas 
estaban en el aire, pero hubo una que encontramos, y ya no se trataba de lo que podía ser o no. 


La Corporación Financiera Internacional del Banco Mundial, que tiene intereses en Uruguay - 
los ha tenido y esperamos que siga teniendo muchos más en el futuro, como agente principal de 
operación del Banco Mundial con el sector privado- elaboró un documento oficial que está mencionado 
en el texto que acabamos de entregar. De todos modos, si les parece oportuno que se aporte 
información al respecto, se la podemos entregar. Se trata de una decisión de la Corporación que, a 


través de un documento oficial llamado “Política de uso de centros financieros offshore por el sector 
privado”, establece claramente que al momento de evaluar la posible financiación de proyectos de 
inversión, a través de lo que se llaman inversiones intermedias -en realidad el nombre aparece en 
inglés y no significa exactamente eso, sino que son intermediarios en una jurisdicción de terceros 
países- no van a apoyar ninguna posibilidad de estructuración de ningún proyecto financiero de un país 
que no esté debidamente validado en la Fase 1 y en la Fase 2 del foro internacional. 


Quiere decir que un organismo multilateral -ya no un club de países, del que hemos padecido 
injustas valoraciones y presiones y del que seguiremos soportando estos desequilibrios e 
inexactitudes- del que nosotros formamos, parte porque integramos el Banco Mundial y somos 
accionistas, toma decisiones a nivel multilateral y con una regla democrática. Esto lo pongo como 
ejemplo para responder al señor Senador Lacalle Herrera porque, al no poder poner un número, hay 
que poner mucho sentido común, lo que me lleva a exacerbar mi prudencia, que creo es parte de lo 
que ha construido la reputación y la calidad de las instituciones de nuestro país. Ese es el elemento 
más importante que nos lleva no solo a ser parte del juego, sino a ser un jugador leal. Por supuesto, 
señor Presidente, también nos quejamos de aquellos que no juegan igual que nosotros, planteando 
con énfasis, con contenido nacional y en defensa del interés nacional todos los reclamos y 
aspiraciones de los uruguayos, porque tenemos buenas razones para sentirnos bastante preocupados 
y afectados por cosas que ocurren en la República Argentina referidas a nuestros intereses. 


SEÑOR RUBIO.- En realidad el señor Senador Lacalle Herrera, en la última parte de su intervención, 
planteó la pregunta que quería formular. El señor Ministro ha elaborado una lista con los eventuales 
riesgos -esto figura en la página cuatro del documento entregado- y, fundamentalmente el que tiene 
que ver con la Corporación Financiera Internacional, está claro en el texto. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Quiero hacer una aclaración. Las primeras preguntas que hice 
solamente podían ser contestadas por el señor Ministro o su equipo, y no era una exposición. Por lo 
tanto, le agradezco mucho. 


De todos modos, con total sinceridad debo decirle al señor Ministro que este es un tema que 
exorbita lo financiero y el Derecho Internacional para quedar inscripto, como bien lo dijo, en un 
momento y en una circunstancia muy peculiares. 


Leí un reportaje, no demasiado profundo, que le hicieron al señor Ministro y a otros expertos 
en la materia en el que utilizó una palabra que me permito pedirle que revisemos; me refiero a que 
señaló que se podía estar generando “alarmismo” sobre la situación del país y, además, que se critica, 
se indaga o se pregunta, aunque esto último no lo dijo usted. De las palabras del señor Ministro surgía 
que la crítica que vayamos a formular, y la oposición que seguramente tengamos respecto de estas 
medidas, pueden generar “alarmismo” y que, a su vez, ese “alarmismo” estaba colocado 
conceptualmente en una posición que podría provocar un daño. No tenemos más remedio que hacer lo 
que vamos a hacer, señor Ministro, y en ese sentido usted comprenderá que tratándose de temas tan 
sensibles como este, nosotros no vamos a generar una alarma por gusto, porque somos tan patriotas 
como todo el mundo, pero tampoco vamos a dejar de hacer las críticas que nos merece una situación 
de este tipo. 


Había tomado algunas notas con el fin de manifestarnos en el Plenario, después de escuchar 
a los expertos. Nosotros tenemos una lista de tres o cuatro personas con conocimiento sobre la 
materia que querríamos escuchar; habrá otros. Se trata de un tema árido, complejo y al que uno no 
puede ingresar con la comodidad con que puede hacerlo en los grandes lineamientos políticos, que 
son los que manifestaría en este momento. 


No creemos en el determinismo histórico, pero sí en el condicionamiento geopolítico de las 
naciones -y eso me lo habrá oído decir unas cuantas veces- pues estamos en determinado lugar. Los 
jesuitas dirían: hic et nunc, que significa “aquí y ahora”; estamos en un determinado lugar y en una 
determinada circunstancia. Entonces, un tratado de intercambio de información tributaria con Francia o 
Alemania -a pesar de la importancia de estos países- para nosotros tiene una valoración totalmente 
secundaria con respecto a lo que hagamos con Brasil y Argentina y, eventualmente, con Paraguay, 
Bolivia, e incluso con Chile, porque está el “aquí” que, para nosotros, es la difícil tarea de supervivencia 


de nuestra nacionalidad, que hasta hoy es cuestionada y vista con desagrado por los países vecinos. 
Esa es una lucha que todos tenemos que continuar. 


Por tanto, la primera de las coordenadas en las que me ubico es dónde estamos y cómo, en 
un largo momento de la historia del país, supimos aprovechar la circunstancia de nuestra debilidad 
que, a su vez, estaba acompañada de una fortaleza. Hablo de “debilidad” si por débil se toma a un país 
de poca población, poco territorio, sin demasiada fuerza militar y económica, pero con una estructura 
jurídica que era una fortaleza. Como se ha dicho aquí, eso era un plus, era el patrimonio largamente 
edificado por el sistema político en su conjunto y, sobre todo, por los partidos que ocuparon el 
Gobierno. Entonces, ¿qué función cumplíamos? Algo muy natural, sabiendo que nuestros vecinos del 
lado oeste forman una nación todavía en precariato, porque la República Argentina todavía es un 
proyecto. En la Argentina existe Buenos Aires y un territorio más o menos dominado por esa ciudad, y 
lo digo a partir de afirmaciones que puedo justificar: las crisis, la falta de partidos organizados y toda la 
historia reciente de la Argentina. Nací en el año 1941 y la última crisis, la decadencia argentina es algo 
que he ido presenciando a lo largo de mi vida. 


¿Cuál era el plus del Uruguay, con su fortaleza jurídica, su honestidad y con un Poder Judicial 
funcionando correctamente? Convertirse en la caja de ahorros de la República Argentina, es decir, ser 
un refugio, dicho esto en el buen sentido de la palabra; cuando decimos “refugio de capitales”, parece 
que naciera con comillas. ¿Qué hace alguien con algo que atesora? Lo guarda de la mejor manera 
posible. Sucede que nosotros habíamos ido estableciendo un diferencial jurídico, y sobre todo de 
comportamiento, con la República Argentina. Entonces, no había persona que tuviera una determinada 
posición económica que no dijera: “Cruzo a Colonia y allí tengo lo que quiero tener para que esté 
custodiado y libre de los manotazos” que justamente, por su repetición periódica, más que justifica que 
se saquen los capitales de la República Argentina. Ahora no tienen manera de atajar la salida de los 
dólares porque los están corriendo; no es que se vayan, sino que les están diciendo: “Váyanse”. Esto 
viene, como todos sabemos, de muy larga data. 


El Uruguay había construido y organizado un sistema que, entre otras cosas, daba trabajo 
del que le gusta a nuestra gente -en el sector terciario- donde se prestaban servicios bancarios y otros. 
Soy un gran defensor de las SAFI; creo que fue un grave error su desaparición; quizás se debió 
adecuarlas porque era una manera más realista de haberse aproximado a la realidad. En mi caso inicié 
mi escasa experiencia jurídica en el estudio de Agustín Minelli, que fue donde nacieron en 1949 -si no 
me equivoco- a través de la Ley de Sociedades Anónimas Financieras de Inversión. Me parecía que 
era una muy buena manera de que el Uruguay tuviera otra actividad. Lo digo una vez más -los 
compañeros del Senado deben estar aburridos de oírlo-: creo en el país del “y” y no en el país del “o”. 
Muchas veces se nos ha dicho que el Uruguay tiene que ser un país “o” industrial “o” ganadero, y yo 


A 


digo que debe ser “y”: industrial, y ganadero, y de servicios, y bancario, y turístico. Es decir, y, y, y, y. 


En medio de todo esto estaba esa condición de lugar seguro, refugio o haven -como se dice 
en términos internacionales- donde tengo lo mío a buen recaudo. Eso es un patrimonio del país y, en 
un momento dado, dio una enorme cantidad de trabajo. El señor Ministro Lorenzo lo debe saber mejor 
que yo porque ha vivido profesionalmente en el mundo de ese tipo de organizaciones. 


En determinado momento, según me habían dicho, en la administración de las SAFI 
trabajaban alrededor de 9.000 o 10.000 personas en Uruguay, y dejaban una gran cantidad de dinero. 
Por lo tanto, me pareció un error desde el punto de vista político, y aún económico y social, haber 
desechado ese instrumento. Se decía: “Lo que pasa es que sirven para lavar dinero”. Sí, claro. Un 
cuchillo también puede servir para comer un asado o para pasárselo por el pescuezo -no voy a elegir a 
nadie de esta Sala- a alguien. Pero el tema no es el cuchillo, sino qué hago con él. Entonces, se 
imputaba a un sistema o a un mecanismo que a través de él se lavaba dinero, pero había maneras de 
controlar. Desde mi punto de vista, fue una picardía haber eliminado una fuente de trabajo y un rol para 
el país. 


De todas maneras, en los hechos seguimos cumpliendo el papel de refugio -como todos los 
sabemos- de la República Argentina. Todo el milagro inmobiliario que se produce en el país está 
teniendo algún traspié, pero ojalá que no sea un traspié grande. En grandes líneas todos sabemos 
que hemos sido ese refugio. 


A propósito de todo esto, quiero citar un caso con el que hace quince días tomé contacto. 
Desde todo el mundo hay gente que ha elegido terminar su vida en nuestro país; tienen sus 
inversiones afuera y no pagaban impuestos en el Uruguay. Ahora sí pagan y les empezó a gustar 
menos. Entonces, mucha gente que había resuelto terminar sus días acá, ahora levanta la carpa -para 
uno es incomprensible, pero hay gente que puede hacer ese desarraigo- y se va porque empieza a 
resquebrajarse ese patrimonio. Eso nadie lo puede discutir. Que digamos que es un costo que vale la 
pena pagar a cambio de la asociación, de la transparencia y de la cooperación como uno de los 
grandes beneficios, sí; pero lo cierto es que el impuesto a las rentas en el extranjero y alguna otra 
medida han producido un sentimiento de duda, y en esta materia la duda es veneno porque se 
funciona en base a certidumbres. Por lo tanto, creo que en esta materia Uruguay tendría que pensar 
mejor su futuro, porque ser un país de recepción de fondos, un país de actividad financiera no es 
censurable para nadie; es una actividad sana y buena que, por supuesto, tiene su patología como 
cualquier otra, y eso es algo que tenemos muy en cuenta, máxime cuando se viene abajo el lugar de 
donde están viniendo o van a venir los dineros. 


Cuando usted menciona a los cooperantes, me hace pensar de otra manera -no me 
convenció todavía- pero cuando veo que en la República Argentina ya es el desmadre porque no hay 
nada que no se violente, pienso que Uruguay debería fortalecer su condición de caja fuerte. ¡Dos 
llaves, cuatro puertas! ¡Vengan acá! ¿Por qué? Porque aquí es donde podemos sacar una ventaja; es 
un tema de buen negocio, de dar trabajo a nuestra gente y de convertirnos en un país más rico; es una 
actividad para equis parte del PBI. Por lo tanto, en vez de abrirnos más cuando las cosas no marchan 
bien en la República Argentina, yo iría por el camino inverso: fortalecería mi condición de caja fuerte, 
de refugio -repito que en el buen sentido- de seguridad, de tranquilidad, porque pudiéndolo hacer, 
todos lo haríamos, ya que el ser humano es el mismo en todas partes del mundo. 


Así que en cuanto al “aquí” -aunque me metí un poco en el “ahora”- dejo como introducción, 
fundamentalmente, las impresiones políticas. Yo no soy abogado, contador, economista, ni nada; 
simplemente he sido un juntador de voluntades durante mi vida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No es abogado, señor Senador? 
SEÑOR LACALLE HERRERA.- Lo era, señor Presidente, eso ha prescripto. 
(Dialogados.) 


-Noto que al señor Presidente no le gustan mucho mis anécdotas, pero tiene hasta el año 
2015 para oírme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es así, señor Senador. Me gustan sus anécdotas. 
(Dialogados.) 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Estas son consideraciones que surgen a partir de un pensamiento 
que, según creo, todo el mundo conoce, que es rábidamente nacionalista; no xenofóbico, pero sí de un 
nacionalismo visceral: aunque no lo puedo explicar, lo siento más de lo que lo entiendo. Todo el mundo 
sabe que nuestro pensamiento es ese. 


Sin embargo, quisiera agregar algo sobre el “ahora” que, a mi juicio y para esta pequeña 
exposición, tiene tres capítulos. Está el ahora del momento y, como dijo el señor Ministro: ¡Vaya 
momento en que se mete este ingrediente en la olla de las relaciones con la República Argentina! No 
es en medio de una calma. Seguramente el Gobierno de la República Argentina -como dijimos al 
principio- tiene más interés en esto que nosotros. Ya me explicó el señor Ministro las ventajas, pero 
interés y ventaja son dos cosas distintas. Con certeza es una carta a jugar para el Gobierno y la 
Cancillería, pero más que nada para el Presidente de la República, que va llevando la relación 
internacional muy personalizada y mano a mano; hay que jugar con la demora, con aquello de que los 
de la oposición somos insoportables y no dejamos pasar el proyecto de ley, etcétera. No sé, pero creo 


que es una carta que tiene que estar arriba de la mesa. No se trata de: “Todo va bien, señora 
Marquesa”; estamos en una situación de conflicto con C mayúscula con la República Argentina. 


¿Hay una razón para llevar esto adelante a toda velocidad? ¿Existe una contrapartida? No 
pido que se me diga ahora, porque la reserva -no el secreto- es parte de la política exterior y de la de 
alto nivel -lo sé- pero si hay una urgencia me gustaría saber que es a cambio de algo, porque acá 
vamos perdiendo cinco a cero y faltan pocos minutos para que termine el partido. 


El primer punto sobre el “ahora” es ese: ¿esto está en las cartucheras de la Cancillería? ¿Es 
un tiro que está reservado? ¿Va a lograrse algo? ¿Se va a hacer un cambio? 


En segundo lugar -y no se asusten por lo que voy a decir- me genera muchas dudas pactar 
este tipo de cosas con la actual República Argentina. Este país es una gran nación con la que todos, de 
una manera u otra, estamos vinculados -mis antepasados vinieron a la República Argentina, y después 
tuvieron la buena idea de cruzar- pero en la actualidad la Presidenta amenaza con la AFIP, incluso 
dando los nombres a los que les cae la inspección a los pocos días. Acá contamos últimamente con 
una DGI bastante activa, pero dentro de los debidos parámetros. En cambio, en la República Argentina 
la AFIP es una amenaza, y fíjense que en el tratado que estamos analizando, las partes son: por 
nuestro país, el Ministerio de Economía y Finanzas, y por Argentina, la AFIP. Ese es el centro de poder 
de los más grandes que utiliza la República Argentina para doblegar y quebrar, por ejemplo, a medios 
de comunicación. Concurren al diario Clarín día por medio; ya han tenido 200 inspecciones, por 
casualidad, de la AFIP. La propia Presidenta, que es un personaje muy particular, en un país y en un 
momento también muy particulares, no tiene empacho en decir: “Y les voy a mandar la impositiva”. 


Entonces, ¿pensamos que ese es un país donde reina el Estado de Derecho? Al ciudadano 
argentino que honesta y sanamente tiene propiedades en nuestro país -apartamentos, campos y 
demás- ¿no lo estaremos tirando a los lobos? ¿No convertiremos esto en una persecución político- 
ideológica, en esa manía argentina del extermino del contrario? Digo esto porque es un país en el cual 
no hay que ganar sino exterminar, y eso viene desde la muerte de Liniers hasta ahora. Se trata de un 
país jacobino, donde no hay términos medios. 


Todos sabemos que el secreto tributario es una garantía importante. En la Argentina es 
“ahora sí, ahora no”; según convenga, hay secreto tributario, y nadie me lo puede controvertir. Se 
presentan casos todos los días; yo leo la prensa de ese país. 


El Poder Judicial de la República Argentina es todo un capítulo, y no quiero generalizar, 
porque conozco gente de la profesión, del Colegio de Abogados, amigos y gente que ha hecho la 
carrera judicial, pero hay un famoso juez, que es el que le “chumban” -valga la mala expresión- a los 
adversarios cuando los quieren meter presos. Se trata de una persona que, como juez, ha dejado de 
tener las mínimas características de equilibrio y de hombría de bien necesarias para serlo. 


¿Dónde y en qué momento estamos y cuándo vamos a acordar? Espero que esta República 
Argentina de hoy no sea la de “para siempre”, porque hubo un tiempo en que era una nación llena de 
futuro y de esperanza. No pierdo la ilusión de que así sea, primero, porque nos conviene, y segundo, 
porque es un país que merece mejor destino. 


Tengo mis dudas sobre si este es el momento de atarnos en temas tan delicados como el de 
suministrar información para que sea el arma con la que quieran herir, exterminar o matar a alguien. De 
modo que no creo que ahora sea conveniente insistir o seguir adelante con la aprobación de este 
tratado. 


Estas eran las consideraciones que quería efectuar -seguramente, todas conocidas, o por lo 
menos sospechadas- y que luego abonaremos en la medida en que escuchemos a los técnicos. Aclaro 
que esto es lo primero que me nace decir, y quería que lo escucharan los representantes del Poder 
Ejecutivo, en primer lugar, porque supongo que para ellos es más novedoso que para los señores 
Senadores oír mis palabras; y, en segundo término, porque creo que es un mensaje que tiene fuerza. 
Me gustaría que lo pensaran. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a hacer algunos comentarios, no ya a dar respuestas, porque muchos de los 
aspectos señalados por el señor Senador Lacalle Herrera no fueron planteados bajo el formato de 
pregunta. No obstante ello, creo que es necesario efectuar algunas consideraciones para fijar nuestra 
posición, que en algunos casos es de acuerdo, en otros de duda, y en otros de desacuerdo. Asimismo, 
hay algunos aspectos mencionados por el señor Senador Lacalle Herrera que quizá requieran 
respuestas o comentarios de parte del señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, compañero 
Roberto Conde. 


Ante todo, del planteo inicial que hizo el señor Senador Lacalle Herrera quiero rescatar un 
aspecto que creo es muy certero -al que luego volvió a referirse- porque identifica claramente dónde 
está el activo más importante que tiene nuestro país. Creo que la exposición del señor Senador 
fortalece enormemente y sirve para identificar cuáles son los activos relevantes que Uruguay debe 
proteger, porque en ellos nos jugamos nuestro destino. Él hizo mención a dos conceptos que 
simplemente voy a citar y no a utilizar, y no porque no me gusten las cajas, pues no tengo nada contra 
ellas. Me refiero a los conceptos de caja de ahorros y de caja fuerte, que de alguna manera voy a 
vincular con lo que hay que fortalecer, de acuerdo con el formato en que se planteó. En este sentido, 
quiero señalar una coincidencia muy importante: desde mi punto de vista Uruguay tiene que mejorar su 
capacidad de ser un lugar fuerte, seguro y de resguardo para todos los que trabajan con nosotros. Eso 
es indispensable. Aquí no hay dos opciones, por dos motivos: primero, porque nos ha rendido mucho y, 
segundo, porque promete rendir más. Las fortalezas que hemos construido se han revelado útiles, y 
téngase en cuenta que son todas construcciones humanas y políticas; se trata de la construcción de 
una historia que está llena de iniciativa y de solidez institucional forjada por el sistema político y por los 
políticos. Este es el trabajo de los uruguayos pero, además, una parte muy importante de esos activos 
no es construcción de comerciantes, de trabajadores, de industriales ni de productores agropecuarios, 
sino que es construcción de la que se vale toda la sociedad, construcción política, construcción 
institucional, respeto a los contratos, a los derechos de los demás e independencia de quienes tienen 
que juzgar. Tenemos que fortalecer todas estas construcciones y ser una gran caja que contenga esos 
intereses, que también incluya un elemento que considero importante señalar, y es aquí donde 
comienza mi matiz respecto a algunas consideraciones sobre el pasado y el presente. 


Creo que hubo épocas en nuestro país -esto lo mencioné en ocasión de la interpelación del 
mes de diciembre, y vuelvo a ella porque en esa oportunidad creo haber dicho todo lo que 
pensábamos políticamente sobre estos temas- en que se vivía en un mundo menos reglado que el de 
hoy en muchas materias. En aquel entonces Uruguay recurrió al desarrollo de una infraestructura 
jurídica acorde para ese mundo que permitía o valoraba eso. En mi opinión, el problema es que se 
construyeron activos que hoy no tienen valor alguno. Aquí no se trata de discutir cuáles son y si hay 
activos valiosos -creo que los hay y los acabo de mencionar en términos bastante precisos-; el 
problema es que preservar activos en la opacidad jurídica, ofreciendo simplemente un lugar de 
resguardo a costa de cualquier estructura jurídica, hoy no es una forma de construir fortaleza, sino la 
manera más flagrante de debilitar lo que hay que preservar. 


No tengo razón para creer que las SAFI no fueron útiles cuando se crearon ni que no se 
utilizaron conforme a Derecho; no tengo ninguna razón para decir que hubo buen o mal uso de ellas; lo 
cierto es que si Uruguay hubiera mantenido las SAFI, no hubiera hecho la reforma tributaria y no 
hubiera introducido los cambios en las normativas que resguardan el secreto bancario, hoy estaría 
calificado -y no estaríamos discutiendo- como una jurisdicción no cooperante. El razonamiento es muy 
simple, porque lo que en algún momento fueron activos, dejaron de serlo, y creo que parte de la 
fortaleza institucional -eso a preservar y a acrecentar- es el realismo en términos de qué es lo que 
hay que cultivar, qué es lo que hay que fortalecer y qué es lo que no hay que fortalecer. Y la decisión es 
que no hay que fortalecer la opacidad. 


No sé si es cierto -lo tomo por cierto, como lo hace el señor Senador- que había miles de 
personas ocupadas en estos negocios de este tipo de sociedades -no sé en qué momento, pero pudo 
haberlas habido- pero quiero decir que estoy muy orgulloso de que ninguna de esas 9.000 personas 
haya caído en desempleo abierto o haya empeorado su nivel de vida cuando ese negocio dejó de 
existir, porque había otras oportunidades reales y profundas, y esto me parece algo tremendamente 
importante para contextualizar históricamente esa situación. ¿Cuál es la diferencia? Que quizá cuando 
se recurrió al instrumento, este fue hábil para dotar al país de algo que valía. En mi opinión ahora no 


vale tanto, pero no pretendo convencer a nadie de qué tiene más valor; simplemente estoy diciendo 
que tenemos la suerte de que haya otros negocios más reales y mejor fundados. 


Uruguay no recibía inversión extranjera directa de riesgo, como ahora, con proyectos de 
riesgo, como Greenfield, que vienen a buscar algo que no hay en otro lado; no traen un capital para 
ponerlo en un banco o en una sociedad, o a ocultar un patrimonio, sino que traen proyectos de 
transformación productiva, tecnológica y conexiones del mercado internacional. Eso está ocurriendo 
porque Uruguay tiene las fortalezas que tiene, y en esto permitanme ser enfático, porque en buena 
medida las perderíamos si apareciéramos en los titulares de los diarios locales y extranjeros como un 
país no cooperante en términos de calificación, o como organizaciones o sociedades que se dedican a 
despreocuparse de su ordenamiento jurídico y con lo que pase con el ordenamiento jurídico de los 
demás y, sinceramente, ese no es el Uruguay que yo quiero. 


Estoy convencido de que en algún momento la prédica por la opacidad fue generadora de 
activos, pero hoy, señor Senador, sinceramente estoy convencido de que no lo es. Si creyera lo 
contrario se lo diría con toda sinceridad, porque me parece que el mundo cambia y cuando eso sucede 
tenemos que hacer una lectura profunda, aguda y lo más rápida posible, porque si no las cosas pasan, 
ocurren sin que después tengamos tiempo para reaccionar. Incluso debemos valorar la existencia de 
este Foro -al que pertenecemos- y los esfuerzos normativos que hay que hacer para continuar siendo 
parte de la cooperación. Percibo esto como una muy buena noticia, porque la alternativa a esto era el 
club decidiendo quién, cómo y cuándo, fijando sus reglas e imponiendo la forma en que se respetan. 
La OCDE y el G20 -que ni siquiera nos incluye- fijaban las reglas, pero ahora de alguna manera somos 
parte de ese proceso; yo prefiero aproximarme hacia algo parecido a la multilateralidad y no estar en 
ese mundito del cual veníamos en ese conjunto de temas. 


El señor Senador hizo también consideraciones sobre el “ahora”. A propósito de ello, quiero 
decir que no creo estar haciendo referencia a ningún concepto de apuro o de temporalidad en el 
acuerdo. Es más; el Acuerdo suscrito por la República con la República Argentina fue firmado en abril, 
remitido al Parlamento el 24 de julio y recién hoy, 23 de agosto, comenzó su estudio parlamentario con 
el fin de que, primero el Senado y luego la Cámara de Representantes, lo transformen en ley. En 
absoluto hemos hablado de apuros o temporalidades que hagan de esto otra cosa que una discusión 
como las que en Uruguay siempre se han dado. Si en algún momento un adjetivo de mi parte califica lo 
que son las opiniones sobre las que se me consulta -no suelo hablar sobre personas ni sobre opiniones 
si no se me consulta; por lo tanto, no soy de adjetivar- no creo que abarque al sistema político, que 
está en su derecho democrático de expresarse como lo entienda conveniente. Lo que sí creo es que, 
además de tener una institucionalidad y una civilidad para discutir temas importantes, hemos 
construido un método de disenso que, básicamente, implica no profundizar en las diferencias al punto 
que se transformen en algo que termine dañando a la República. A nadie se le puede pedir que vaya 
contra sus convicciones -yo no lo voy a hacer- pero creo que la sabiduría está en adoptar un lenguaje y 
una forma de disenso que asegure que en este proceso -en el que podemos tener diferencias- el 
disenso y la diferencia se construyen sobre una base que es un ejemplo. Asimismo, importa como 
ejemplo la forma en que se discute y se establece el disenso sobre temas relevantes. Señores 
Senadores: creo que eso sí es posible; quizá no se los pueda convencer, pero es importante -como lo 
estamos haciendo hoy- discutir sobre estas cosas lealmente, ustedes desde un nacionalismo confeso y 
yo desde un internacionalismo al que no soy capaz de renunciar. Más allá de que cada uno lo haga 
desde su lugar, creo que todos pensamos en el interés nacional. 


El señor Senador hizo mención a circunstancias actuales, a realidades institucionales de la 
contraparte y, además, realizó juicios respecto a la situación argentina. Para nosotros las garantías 
institucionales y las que nos ponen a resguardo de las amenazas son nuestra institucionalidad en el 
marco de este tratado bilateral. En este punto quiero ser muy enfático: es nuestra Dirección General 
Impositiva la que nos da las garantías y no se las tenemos que exigir al otro; simplemente, esperamos 
que se cumpla el Acuerdo y, de no ser así, se lo denunciará. Reitero que si la información de este 
Acuerdo es mal utilizada, deberá ser denunciado por buenas razones y en defensa, tanto de nuestra 
institucionalidad como de la palabra empeñada, mediante la cual se nos dijo que toda información que 
nosotros aportáramos no iba a ser utilizada para otra cosa más que para cumplir con los deberes de la 
organización tributaria. Quienes piensen -no creo que se trate de ninguno de los aquí presentes- que 
es altamente probable que alguna contraparte actuará de una manera violatoria de la confidencialidad 
haciendo un mal uso de todo esto, más a favor de la firma del Acuerdo tendría que estar, porque si se 


firma y se incumple, se denunciará y la historia terminará en ese momento. Les aseguro que ante la 
violación de un tratado de esta naturaleza, ningún gobernante del Uruguay -ni nosotros ni cualquier 
otro- se va a quedar de brazos cruzados, porque lo denunciará. De no ser así, ¿saben qué ocurriría? 
Empezaría la violación del secreto tributario en el Uruguay de manera generalizada y consentida 
implícitamente por nuestra parte. Y eso no lo podríamos hacer, no por razones de los otros, sino 
nuestras; las razones de los otros son de los otros y yo no las presumo ni las compro como mías. 


Quizás un punto más para terminar sobre el “ahora” tiene que ver con lo que hay que 
fortalecer. Nuestro activo más importante es nuestro Estado de Derecho, pues es el que nos pone a 
resguardo de cualquier actitud o cualquier forma de proceder que ponga en riesgo las cosas que 
nuestro Estado de Derecho tutela y protege. Si continuamos fortaleciendo esto vamos a seguir 
teniendo algo que hoy es tremendamente importante. Hace un tiempo, lo que le podíamos ofrecer a los 
argentinos eran, quizás, cosas como ser un refugio financiero, un refugio de sus activos que, por 
alguna razón, podían estar mejor custodiados aquí. Estoy de acuerdo con ello, pero la realidad de la 
inversión extranjera directa de estos últimos años no tiene nada que ver con eso. Según las cifras que 
hoy miraba en la prensa, desde el mes de marzo a la fecha se fueron entre US$ 3.000:000.000 y US$ 
4.000:000.000 de depósitos del sistema argentino. Además, el Banco Central de aquel país perdió 
aproximadamente US$ 4.000:000.000 de reservas. Hice las consultas al respecto y no tenemos 
información de que ninguno de esos depósitos haya venido a Uruguay. Los depósitos de argentinos en 
Uruguay son aproximadamente algo más de US$ 2.000:000.000. El total de depósitos argentinos en 
el exterior registrados en el BIS alcanza cifras del orden de los US$ 200.000:000.000. Nosotros somos 
una pequeñísima expresión de dónde están los depósitos de los argentinos. Los que dicen que esto no 
es así, simplemente mienten, falsean la realidad, porque la evidencia empírica es contundente. 
Afortunadamente, hoy Uruguay está recibiendo proyectos, iniciativas y esfuerzos de inversiones muy 
diversos, argentinos y de otros países. Estoy muy satisfecho porque creo que eso da trabajo a los 
uruguayos, está generando un provenir, mejores oportunidades y nos permite escribir el futuro, no con 
los activos del pasado, sino con los del presente. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Quiero comenzar diciendo que comparezco aquí con muchísimo 
gusto, naturalmente en carácter de Ministro interino, dado que el Canciller Almagro se encuentra en 
Washington en una reunión de la Organización de Estados Americanos. 


El señor Senador Lacalle Herrera ha hecho alguna referencia al posicionamiento de la 
Cancillería en este tema, y naturalmente quiero responder a esa inquietud. Sin embargo, quiero 
empezar por subrayar que nuestra comparecencia aquí, además de responder a la invitación del 
Senado, tiene el significado de dejar nítidamente asentado que no hay ningún matiz de diferencia entre 
la posición del Ministerio de Economía y Finanzas y la de la Cancillería en lo que hace, no ya al 
contenido del tratado, sino al propio momento político de su presentación y el impulso de su aprobación 
legislativa. 


No voy a abundar sobre la fundamentación extensa, completa y exhaustiva que ha hecho el 
Ministro Lorenzo quien, por otra parte, se refirió a la comparecencia conjunta de ambos Ministerios en 
el Senado de la República a fines del año pasado, oportunidad en la que dejaron clara su posición -por 
cierto, coincidente- y el Ministro Almagro insistió respecto a la importancia fundamental que dábamos a 
la incorporación de Uruguay como país cooperante bajo el modelo de OCDE, en este sistema de 
transparencia internacional, para el impulso, el desarrollo de la inserción del país y la promoción y 
avance de las relaciones internacionales. De modo que, dejando sentada esta coincidencia 
fundamental, pasaré a ubicarme en el debate de este momento. 


El señor Senador Lacalle Herrera ha dicho muy bien que esta cuestión exorbita no solo el 
tema financiero, sino también los límites estrictos del Derecho Internacional. En este sentido, y antes 
de avanzar, quiero no solo compartir sino también reafirmar esta idea, pero en el doble sentido en que 
la ha planteado el señor Ministro Lorenzo. En el marco del Derecho Internacional, un tratado se adopta 
o se denuncia; por tanto, nosotros lo adoptamos en ese marco; la contraparte deberá aplicarlo y 
tendremos siempre el derecho soberano de denunciarlo, también de acuerdo al Derecho Internacional. 
Es en esta perspectiva que adoptamos este tratado. 


Como bien se señaló, repito, esto exorbita el tema financiero y hace referencia al 
condicionamiento geopolítico de las naciones. El tema de la geopolítica es apasionante, sobre todo 
para el Uruguay, y me permito comentar que todo el sistema político debiera retomar la profundidad del 
análisis geopolítico. 


El señor Senador preguntaba, en base a dos hipótesis, por el “aquí” y el “ahora” de la 
adopción del tratado. 


Respecto al “aquí”, creo que de la exposición hecha hasta el momento surge que debemos 
valorar la discusión de este tratado bajo la luz del relacionamiento bilateral con Argentina o del 
posicionamiento del Uruguay en el escenario internacional, en el marco multilateral. Claramente en 
este momento estamos priorizando y valorando más la consideración de este tratado en el escenario 
internacional bajo el marco multilateral, que en el marco de la relación bilateral con Argentina. Esto es 
porque deducimos que los beneficios que nos traería la adopción del tratado en el campo multilateral 
serían mucho mayores que los perjuicios que podría ocasionarnos en el escenario bilateral, siempre 
dentro de los límites del propio texto del tratado y su correcta aplicación, tal como bien estableció el 
Ministro Lorenzo. 


En cuanto al “ahora”, el señor Senador ha consultado acerca de si este es el momento 
adecuado y si estamos esperando alguna contrapartida, o si tenemos alguna carta para negociar 
contra este tratado, en un momento que ha calificado como de conflicto con la República Argentina. 


Por mi parte, quiero ser muy preciso en el siguiente comentario. La Cancillería uruguaya no 
califica el momento actual de las relaciones con la República Argentina como conflictivo. Consideramos 
que estamos en un momento en el que existen dificultades reales para desplegar la llamada Agenda de 
Anchorena, pautada entre los dos Presidentes en julio de 2010, para marcar el rumbo estratégico -si se 
me permite la expresión- de las relaciones del país, pensando en los próximos cinco o diez años. Esa 
agenda incluye una serie de contenidos e indicaciones muy precisas de negociación, y debo decir 
claramente que sus objetivos no están evolucionando como Uruguay esperaba; esto es así. 


El otro gran marco de las relaciones con Argentina se sitúa dentro del esquema multilateral 
del Mercosur, y también sabemos que la marcha de los acontecimientos está mostrando trabas y 
algunos incumplimientos cuyas consecuencias tampoco ignoramos. 


Se podría acudir al tercer gran componente geopolítico de las relaciones con Argentina -un 
tema normalmente muy olvidado, pero que debemos rescatar- que es el llamado Sistema de la Cuenca 
del Plata, con sus tres tratados: el Tratado de la Cuenca del Plata, el Convenio Constitutivo de Fonplata 
y el Acuerdo de la Hidrovía. ¿Por qué hago referencia al Sistema de la Cuenca del Plata? Porque, con 
toda franqueza, dada la experiencia y el conocimiento que he adquirido sobre este tema en la práctica 
cotidiana de la Cancillería, también puedo decir -sin ambages de ninguna naturaleza- que las 
relaciones pautadas por el Sistema de la Cuenca del Plata no están funcionando de acuerdo con los 
tratados y que tenemos trabas en el manejo de algunos de los aspectos de este Sistema. O sea que 
tanto el escenario bilateral como el del Mercosur, o el de la Cuenca, tienen trabas e incumplimientos, 
en algunos casos por parte de un Estado y, en otros, por más de un Estado. 


Sin embargo, en este panorama no encontramos que la dimensión de los problemas nos 
permita calificar las relaciones actuales como una situación de conflicto; sí pensamos que hay algunas 
trabas, algunos problemas e incumplimientos. Además, permítame el señor Presidente decirle al señor 
Senador que tampoco hemos llegado a la conclusión de que la Agenda de Anchorena esté bloqueada, 
porque lentamente se siguen desarrollando algunos de los temas que fueron considerados, aunque 
claramente el panorama no es el que los Presidentes esperaban. 


A partir de esta evaluación, ¿qué nos queda por hacer? El señor Senador sabe bien que en 
esta diplomacia bilateral fuertemente impregnada por la negociación o el diálogo directo entre los 
Presidentes, es natural que la última carta la tenga el Presidente Mujica, porque está en sus manos la 
promulgación de este proyecto de ley el día que se sancione. Por lo tanto, repito, será él quien tenga la 
última palabra y quien defina el estado de la negociación en el momento de la promulgación. 


Mientras tanto, ¿qué actitud hemos adoptado? Nuestra actitud frente a la República 
Argentina es trasmitir el mensaje de que no es Uruguay el que está dispuesto a interrumpir el diálogo 
ni a establecer condicionantes que resulten intolerables como excusa para que distintos actores de 
ese país puedan decir: “Uruguay no quiere diálogo”; “Uruguay ha bloqueado”; “Uruguay ha detenido el 
proceso de discusión de temas fundamentales”. 


Si hacemos una valoración actual de nuestra relación con Argentina, debemos decir que en 
este momento hay dificultades; no la calificamos de conflicto, ni de bloqueo, y tampoco queremos dar 
el mensaje de que estamos dispuestos a bloquear. Por el contrario, queremos trasmitir que estamos 
dispuestos a dialogar hasta las últimas consecuencias y que, en definitiva, la decisión final la tendrá el 
Presidente al momento de promulgar este proyecto de ley, cuando sea sancionado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS.- Quiero agradecer a los señores Ministros y a los asesores por la comparecencia 
en la tarde de hoy. 


A esta hora trataré de ser lo más conciso posible, sin perjuicio de que el tema es realmente 
apasionante, producto de que está compuesto por una serie de ingredientes que a todos nos 
apasionan y que no tienen que ver únicamente con los aspectos que se circunscriben al tratado, 
porque creo que sería un error analizarlo exclusivamente desde ese punto de vista. Sin perjuicio de 
ello, desde ya anuncio que los Senadores del Partido Nacional vamos a solicitar la comparecencia de 
una serie de técnicos para que oportunamente nos den su opinión sobre el tema exclusivo del tratado 
de intercambio de información tributaria con la República Argentina. 


El primer planteo que voy a formular está relacionado con algo que el señor Ministro de 
Economía y Finanzas manifestó tangencialmente. En el día de hoy, un semanario -que generalmente 
tiene buena información y que algunos personajes del Gobierno, encabezados por el propio Presidente 
de la República, utilizan como vocero de sus opiniones- publicó determinada información y nos gustaría 
conocer la opinión oficial a su respecto. Concretamente, allí se dice que el Poder Ejecutivo pretende 
acelerar el tratamiento de este tratado debido a que preocupan las represalias que pudieran venir 
desde la República Argentina por un enlentecimiento de nuestra parte. En función de los manejos que 
ha hecho la prensa en los últimos días, se ha sabido que hay Senadores del oficialismo -no importa 
quiénes- que han manifestado su reparo en dar a este tema un tratamiento acelerado y están 
dispuestos a trabajar sobre él en consonancia con lo que acaba de sostener el señor Senador Lacalle 
Herrera. 


Con relación a la reputación que el Uruguay debe tener en el contexto internacional, 
hacemos nuestras las afirmaciones del señor Ministro de Economía y Finanzas. El mundo ha 
cambiado, la crisis ha condicionado y, evidentemente, los países centrales están exigiendo controles 
sobre el trasiego financiero, económico y de inversiones, tratando de desalentar la huída hacia países 
emergentes, como pueden ser los de esta región. Eso es así y todos lo sabemos. 


Ahora bien, cuando esto tomó fuerza, cuando el Uruguay fue incorporado en la lista gris de la 
OCDE, la primera aseveración que conocimos del Poder Ejecutivo fue que con la firma de diez tratados 
Uruguay pasaría de país no cooperante a país cooperante. Por supuesto que a todos nos preocupó y 
nos molestó esta injusticia que surge de algo que no podemos dejar escapar y que tiene que ver con 
nuestra relación con la República Argentina. Se imaginarán ustedes que debido a la inversión que 
captura Uruguay hoy, al lugar en que está ubicado, etcétera -no vamos a abundar en lo que es nuestro 
país en el contexto internacional, ya que todos lo sabemos- seguramente a algún socio relevante le 
interesaba ponernos en una situación incómoda. Esa es una decisión de carácter político-diplomático 
que no tiene que ver solamente con lo que dice el tratado, sino también con una actitud. Y la actitud 
fue denunciar a un socio estratégico, a un país vecino, a un supuesto amigo, ante la comunidad 
internacional, colocándonos en esta situación. Esta es una realidad que no debemos ocultar porque 
todos conocemos los pormenores de lo que sucedió con anterioridad a aquella conferencia de prensa 
en la que Sarkozy hizo uso de la palabra, y también sabemos lo que Argentina intentó hacer, llevando 
al Uruguay a esta situación en la que nos encontramos. Conocido eso, se dijo: “Y así procedimos”, por 
lo que la intervención del señor Ministro sobre algunas cuestiones me generan dudas. 


A continuación, voy a hacer una pregunta dirigida más bien al señor Ministro interino. Imagino 
que hoy todas las baterías diplomáticas de nuestro Servicio Exterior están dedicadas a hablar con los 
países del mundo acerca del esfuerzo que el Uruguay está llevando adelante en materia de 
cooperación tributaria. 


Se está retirando de Sala el señor Senador Baráibar, especializado en el tema, y a quien 
hemos designado casi en forma permanente como Miembro Informante de un sinnúmero de tratados. 
Uruguay los ha firmado y aprobado en su inmensa mayoría por unanimidad, demostrando la 
preocupación de todo el sistema político. En la última semana recuerdo que aprobamos tratados con 
Suecia, Noruega, Francia y Suiza, países centrales, y me imagino que todos los días estarán nuestros 
representantes en los Ministerios de Relaciones Exteriores de esas naciones insistiendo y 
demostrando la buena intención que el Uruguay tiene de ser un país cooperante y de querer ingresar a 
esta organización en la que todos reconocemos debemos estar. Aquí nadie piensa que el Uruguay 
tiene que aislarse ni que no esté en estas cuestiones. Me gustaría conocer la opinión de la Cancillería 
al respecto y, más que esto, que se nos remitieran las instrucciones por escrito, que seguramente 
están en poder de las Embajadas. Coincidimos con las afirmaciones en cuanto a no depender de la 
opinión antojadiza de clubes selectos que nos han puesto en esta situación, integrados por los 
supuestos socios estratégicos y con los que el Gobierno -digamos esto con toda claridad- tiene una 
relación política muy estrecha, aunque lamentablemente no han tenido con nosotros el tratamiento y el 
respeto que debería existir. 


Uruguay no está aislado ni es un país no cooperante; la realidad es que nos hemos dedicado 
permanentemente a demostrar la voluntad política del país de cooperar y de integrar las 
organizaciones que mencionó el señor Ministro. Por tanto, ¿todo esto no pesa? ¿Eso no vale? ¿Es sí o 
sí que debemos firmar un tratado con la República Argentina? Entonces, ¿para qué hicimos todo lo 
otro? Y aquí también me imagino que a ninguno de nosotros se nos escapa la realidad política que 
atraviesa la República Argentina y las consideraciones y reputaciones que en el mundo internacional 
tiene nuestro país y esa nación, muy especialmente después de las crisis que ambos vivimos en la 
primera década del 2000. Y sobre esto también me gustaría recibir algún comentario del Poder 
Ejecutivo. Muchos países integran la OCDE, uno de ellos, de especial jerarquía como España, acaba 
de sufrir la nacionalización de una empresa petrolera en la República Argentina, por lo que me imagino 
que muchas de esas naciones no están muy contentas con ese país. Me parece que hay ahí una 
oportunidad de carácter diplomática -digamos las cosas en criollo- como para decirles: “Che, 
muchachos, vamos a aflojar un poco las cosas con el Uruguay porque en realidad viene haciendo todo 
lo que se le ha pedido”. Creo que ha demostrado tener una voluntad que reúne a todo el sistema 
político, de cuya seriedad el Ministro ha hablado y cuya trayectoria histórica es bien conocida por 
todos. Ahora bien, en ese sentido nos gustaría saber si el tratado tiene que ser sí o sí -como decía el 
señor Senador Lacalle Herrera- ahora, y con la Argentina. ¿No vale de nada lo que hemos hecho? 
Antes se decía que eran diez países; después dijeron que eran diez países pero, además, con la 
República Argentina y el Brasil. 


También quiero saber en qué situación se está con un eventual tratado o acuerdo de 
intercambio de información tributaria con la República Federativa del Brasil; y, además, nos gustaría 
conocer si existe o no un tratado de intercambio de información tributaria entre la República Federativa 
del Brasil y la República Argentina, porque me parece que es muy sintomático que esos países quieran 
tener tratados con el Uruguay pero no entre ellos. Esto último es en caso de que no exista dicho 
tratado. Digo esto porque todos conocemos el margen de inversión que Argentina está recibiendo hoy 
de Brasil, y no voy a hacer comentarios al respecto. 


Ahora bien, ¿qué persiguen estos tratados? O, ¿qué busca Argentina a través de estos 
tratados? Nosotros no podemos pecar de inocentes; hay que partir de la base de que lo va a hacer por 
la vía de la corrección jurídica y del respeto al Estado de Derecho. Partiendo de esa premisa, me afilio 
a lo que sostiene el Senador Lacalle Herrera, es decir, partiendo del aquí y ahora, ya conocemos de 
qué manera se están manejando este tipo de instituciones dependientes del Estado. Además, todos 
sabemos que muchas de las decisiones gubernativas que oportunamente se adoptaron en Argentina 
por parte de Gobiernos muy cercanos en la historia, han repercutido en Uruguay más que 
favorablemente. Basta observar la inversión agropecuaria que Uruguay ha tenido en el litoral del país y 
de dónde provienen esos capitales, para darnos cuenta de que fue una decisión equivocada desde el 
punto de vista gubernativo de la República Argentina, la que hizo que muchísima gente cruzase el río 


Uruguay buscando en nuestro país, no esconder, tapar ni lavar, sino la seriedad y el respeto del Estado 
de Derecho que tradicionalmente nuestro país ha tenido. A su vez, debo decir -y no lo voy a hacer con 
el objeto de generar ningún tipo de debate político en este momento- que yo creo en una vigencia 
absolutamente plena del Estado de Derecho, pero las últimas actitudes que ha adoptado el Gobierno 
de la República en algunos asuntos relacionados con la política exterior, me hacen dudar de la 
aplicación de eso. Repito que no digo esto con el afán de generar un debate en este momento, sino 
como un dato de la realidad. En lo personal, ello no me hace dudar de la buena intención y de la 
honestidad de ninguno de los gobernantes; sin embargo, muchas de las actitudes que se han tenido 
con relación a la conducción de la política exterior y algunas afirmaciones que ponen lo político por 
encima de lo jurídico, hacen que en estas circunstancias tendamos un manto de preocupación. En 
realidad, no me parece correcto intentar encapsular los problemas o los desafíos sin darnos cuenta de 
todo lo demás que nos circunscribe. Hace unos instantes escuchamos hablar al señor Subsecretario, 
en un lenguaje diplomático como el que debe tener; pero si yo hago una traducción de carácter político 
-que no involucra lo que el señor Subsecretario ha dicho, pero sí lo que yo interpreto- puedo decir que 
ha expresado que las relaciones con la República Argentina están pasando un pésimo momento. Se 
dice que hay problemas en la relación bilateral, en la relación con el Mercosur y en la relación con la 
Cuenca del Plata; entonces, permítaseme decodificar esa información diplomáticamente expresada y 
afirmar que estamos pasando un momento horrible en las relaciones con la República Argentina. Y 
basta abrir los diarios para darnos cuenta de que eso es así. El escenario en el que no se puede 
escapar la realidad es en el que el Poder Ejecutivo entiende que hay que firmar un acuerdo de estas 
características con la República Argentina. Desde nuestro punto de vista, algunos aspectos del Tratado 
-luego preguntaré sobre los mismos- son los que, al menos en una primera lectura, nos han hecho 
preocupar por su contenido. Creo que hay una serie de conceptos generales que pueden alentar a una 
interpretación demasiado abierta que puede atentar contra los intereses de nuestro país. Además, esto 
podría generar sobre nuestro país lo que ya ha generado y, en ese sentido, no nos podemos hacer los 
distraídos. Partamos de la base de que este tratado cumplirá con todo lo que, sin lugar a dudas, el 
Gobierno uruguayo quiere que cumpla; cumplirá con todos los requisitos y se tendrá la voluntad 
política que el Ministro ha anunciado en cuanto a una inmediata denuncia ante cualquier tipo de 
incumplimiento de la otra parte. Ahora bien, el anuncio, sumado a una situación argentina más que 
compleja, en el Uruguay ha tenido ya sus primeras consecuencias. Eso lo vemos en las alarmas 
planteadas en el mercado inmobiliario, en el de la construcción y en el de las inversiones, 
especialmente en los bienes inmuebles de la zona este del país; y esto no lo digo yo, lo dice el propio 
Intendente de Maldonado. Todos lo sabemos y tratamos de ocultar o de no decirlo con toda claridad, ya 
que no queremos ser jinetes del apocalipsis; nadie quiere lo peor para nuestro país. Pero todos 
sabemos la situación que hoy está atravesando Maldonado y los anuncios que se están haciendo con 
relación a la baja inversión, al cierre de obras, al enlentecimiento de estas o de la concreción de una y 
otras. 


En ese sentido, en todo caso, me parece que el Gobierno debería ver de qué manera se 
puede salir de esta situación. Entiendo que es muy difícil; reconozco que no es fácil, y mucho menos 
cuando esto está en tela de juicio en un contexto internacional. 


Con relación al texto, me gustaría saber por qué se usa el término “registro” en las 
definiciones que establece el tratado, ya que en el Acuerdo tipo de la OCDE ese término no existe. 


También quisiera hacer una consulta con respecto a los asuntos penales tributarios, ya que 
todos sabemos que tanto Uruguay como Argentina son parte del Tratado de Asistencia Mutua en 
Materia Penal entre los Estados del Mercosur. Según ese Tratado, las medidas como el levantamiento 
del secreto bancario de otro Estado no pueden ser aplicadas para investigar delitos tributarios en el 
extranjero. 


Por esa razón, quisiera saber si eso no es contradictorio con lo que establece este tratado; y, 
a su vez, si esto no produce una especie de derogación. 


Además -y esta es una pregunta que me gustaría que respondieran los representantes del 
Ministerio de Relaciones Exteriores- quisiera saber si Uruguay está pensando abandonar la política 
tradicional que siempre tuvo -que estaba en todos los tratados de cooperación penal vigentes- en 
cuanto a la cooperación en materia de delitos fiscales. 


También hay algo bastante contradictorio entre lo que dicen algunos artículos y lo que 
establecen otros. El Acuerdo no exige la existencia de un proceso administrativo o judicial en el país 
requirente para la solicitud de información. Basta con que sea necesaria -y leo textualmente- “la 
determinación, liquidación, la implementación, el control y la recaudación de dichos Impuestos” para 
solicitar esta información. Y aquí hay una contradicción -o por lo menos nosotros vemos una 
contradicción- con lo que establece el artículo 5% en su numeral 5, literal a), que refiere a toda “Persona 
sometida a inspección o investigación”. 


Asimismo, quisiera saber si se exige o no que la conducta objeto de investigación sea un 
ilícito tributario en el país requerido; si esto es solamente un intercambio de información o es porque 
también se entiende que hay un ilícito de carácter tributario. 


Por último -porque creo que ya me he extendido demasiado- quiero que se aclare algo que 
está relacionado con los bancos o instituciones financieras radicados en un país. Cuando el banco 
tiene representación en el país requerido pero su casa matriz se encuentra fuera del territorio nacional, 
¿el Ministerio de Economía y Finanzas o la autoridad tributaria competente tiene potestad para solicitar 
información al respecto? Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa, por razones de economía procesal y con el fin de ir reuniendo todas 
las preguntas, va a cederle el uso de la palabra al señor Senador Pasquet para que formule sus 
apreciaciones y, seguramente, el señor Ministro irá tomando nota de las distintas preguntas planteadas 
por los señores Senadores. 


SEÑOR PASQUET.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Ante todo agradezco a los representantes del Poder Ejecutivo por sus exposiciones, ya que 
han sido muy ilustrativas y nos permiten conocer y comprender mejor los alcances de este tratado que 
está a consideración del Parlamento. 


Adelanto que en esta ocasión no voy a hacer comentarios sobre el tema, porque la hora está 
muy avanzada. Descuento que seguiremos trabajando sobre esto y habrá otras oportunidades para 
extenderse al respecto. Sin embargo, compartiendo muchas de las inquietudes -si no todas ellas- 
planteadas por los señores Senadores Lacalle Herrera y Penadés, quisiera hacer algún planteamiento 
adicional en el mismo sentido, para facilitar, como decía el señor Presidente con muy buen criterio, una 
respuesta global por parte del Poder Ejecutivo y, en particular, del señor Ministro interino de Relaciones 
Exteriores. 


Justamente, el señor Ministro interino decía muy bien que esto puede verse como una 
cuestión de relación con la OCDE, el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información 
Fiscal, o como una cuestión de relación bilateral con Argentina y que, en el enfoque del Poder 
Ejecutivo, predomina el primer aspecto. Creo que es un planteo muy preciso de la cuestión y me 
adelanto a decir que no comparto la definición de prioridades que hace el Poder Ejecutivo. A mi juicio, 
aquí lo prioritario es la relación con Argentina por su ya no proximidad, sino contigúidad; por la 
intensidad del tráfico -en la más amplia acepción del término- que existe entre ambos países y por la 
tan complicada historia que tenemos con esa nación, a la que se ha hecho mención y sobre la cual no 
voy a abundar. 


Lo que quiero preguntar desde esa perspectiva que, a mi juicio, es la que debe ser decisiva en 
este tema, es cómo evalúa el Poder Ejecutivo el modo en que podría incidir la sanción de este tratado 
por el Parlamento uruguayo en las actuales circunstancias. Nadie puede negar que el Gobierno 
uruguayo, desde el 1% de marzo de 2010 hasta ahora, ha hecho un esfuerzo notorio, notable, por 
mejorar el relacionamiento con Argentina. Se podrá criticar el acierto de ese rumbo dado a nuestra 
política exterior, pero nadie puede negar que el rumbo existe y ha existido, que se ha venido trabajando 
para mejorar la relación con Argentina y el Gobierno, desde el Presidente de la República para abajo, 
no ha escatimado esfuerzos para mejorar esa relación, contemplando, concediendo, negándose a 
protestar ante varias situaciones que vaya si hubiesen justificado reclamos enérgicos. Es un hecho que 
hasta ahora no los ha habido; la reacción ha sido la contraria. Entiendo que esa actitud -no quiero 


generar ninguna polémica ahora, por lo que voy a tratar de usar términos anodinos- que ha querido ser 
tan amistosa, más allá de que a algunos les haya podido parecer que no era la adecuada en 
determinados momentos, no ha sido correspondida por el Gobierno argentino, ni en el plano sustancial 
de las cuestiones de fondo ni en el plano superficial de las cuestiones de trato. Cuando muy 
recientemente nuestro Gobierno tuvo la actitud prudente y constructiva de llamarse a silencio en un 
momento difícil para evitar la generación de cualquier ruido que pudiera aumentar las dificultades, del 
otro lado tuvimos una embestida pública y a través de la prensa del Canciller Timerman pidiendo a 
voces la cabeza del Embajador Bustillo. Es notorio que eso sucedió. 


Esto es lo que ha venido pasando. Podría detenerme en distintos momentos de esta historia y 
hacer referencia a diferentes episodios, pero es muy tarde y creo que no vale la pena hacerlo porque 
todos los conocemos. En este contexto, ¿qué resultado se espera que tenga un gesto como sería 
firmar ahora este tratado? ¿Se espera que ello contribuya al mejoramiento de la relación bilateral, que 
sea visto por la otra parte como un gesto positivo u otro más de los que ha hecho Uruguay y que, de 
alguna manera, sea correspondido, o va a ser leído como una demostración de debilidad que aliente a 
tener mayores exigencias? Así es como actúa y se comporta el gobierno argentino, no solamente en el 
ámbito internacional sino también en el interno; lo estamos viendo. En estos días se han hecho muchas 
publicaciones en la prensa al respecto; los analistas señalan que el patrón de actuación del gobierno 
argentino es que, ante las concesiones, no se da por satisfecho y reclama más. 


Me gustaría saber cómo estima el Ministerio de Relaciones Exteriores que podría ser 
interpretada la aprobación de este tratado, qué efecto podría tener en la relación bilateral una nueva 
concesión de Uruguay vís a vis con la Argentina, porque por el hecho de que responda a nuestro 
interés vís a vis con la OCDE firmar este tratado ahora, no deja de ser cierto que en relación con la 
Argentina es otra concesión nuestra que, evidentemente, le da ventaja a este país en el plano bilateral 
y no al Uruguay. ¿Esto puede ser interpretado como algo que ayude a encauzar las cosas y a mejorar 
esa situación tan problemática que tenemos o como algo que contribuya a mantener la perspectiva 
distorsionada que tiene el gobierno argentino de la relación con Uruguay y que le lleva a decir al 
Embajador argentino en Uruguay que la relación está desbalanceada y que favorece a nuestro país? 
¿Con esta clase de cosas no estaremos alentando que continúen las equivocaciones? Es cuanto 
quería expresar -lo más escuetamente posible- con respecto a la relación bilateral y al impacto que 
esto podría tener en ese ámbito. 


Con respecto a la OCDE, reitero lo que expresé aquí en diciembre y luego repetí en el 
Senado. Creo que Uruguay tiene que cultivar esa relación con la OCDE y ser reconocido como 
miembro cooperante en todas estas materias que son objeto de trabajo de esa Organización. En ese 
sentido, no tengo discrepancias con el señor Ministro de Economía y Finanzas. Retomando la línea de 
razonamiento que recién esbozaba el señor Senador Penadés, me pregunto si no aprobar ahora este 
tratado con Argentina -evidentemente es una cuestión de tiempo- nos llevará, inexorable y fatalmente, 
a integrar el elenco de países no cooperantes. ¿Esto es lo único que se tiene en cuenta? ¿No vale 
nada lo hecho hasta ahora? ¿No vale nada la trayectoria histórica de cumplimiento de nuestras 
obligaciones internacionales? ¿Por la sola postergación -sin fecha cierta- de la aprobación de este 
tratado pasamos, automática e inexorablemente, a la categoría de país no cooperante con todas las 
consecuencias negativas que de ello podrían derivar? 


Si bien no soy un experto en estas cuestiones -ni mucho menos- el sentido común me hace 
dudar de que pueda ser tan así, especialmente cuando el país de que se trata, el Estado que nos 
reclama a nosotros la firma de este tratado, es un incumplidor contumaz de sus obligaciones 
internacionales y, en consecuencia, ha tenido problemas diversos con varios Estados. Es un Estado 
que, en principio, ha tenido problemas con nosotros al no cumplir con el artículo 1 del Tratado de 
Asunción; así lo ha resuelto y así actúa; es un Estado que no le paga a sus acreedores 
internacionales, por lo que se han generado una serie de problemas. A modo de ejemplo, se hacía 
referencia al tema de Repsol, pero hay muchos otros. 


¿La Argentina tiene tanto prestigio en la comunidad internacional, tanto predicamento en la 
OCDE y su actuación internacional es tan preciada como para que el hecho de no aprobar ahora el 
tratado nos coloque en la categoría de país no cooperante? ¿No tendremos alguna chance de enviar 
ante quienes corresponda una misión del más alto nivel político y técnico para que exponga los 
esfuerzos que el país está haciendo -y está dispuesto a seguir haciéndolos- a fin de satisfacer los 


criterios y los estándares de la OCDE, que muestre con claridad y franqueza las dificultades que 
tenemos con Argentina y lo que ello significa para nosotros, y que explique también en esos términos la 
actitud de postergación de la firma de este tratado? ¿Una gestión así estaría condenada de antemano 
al fracaso? Me resisto a creer que sea así porque, hasta donde sé, la OCDE y el Foro Global sobre 
Transparencia no manejan una especie de Código Penal por el cual, ante determinada conducta, se 
desencadene la aplicación de un procedimiento automático determinado y eso desemboque en la 
aplicación de una sanción. No es así; hay un amplísimo margen de discrecionalidad y supongo que ahí 
pueden pesar la trayectoria del país y la forma en que ha honrado sus obligaciones internacionales en 
los peores momentos, en clarísimo contraste con lo que se hizo del otro lado del río. Me parece que 
debe haber un margen para negociar. Por eso, valorando estos dos aspectos de la cuestión, creo que 
este no es el momento de aprobar este Tratado, lo que no quiere decir que no pueda haber otro; 
reitero, ahora no lo es. 


Precisamente, sobre estos aspectos de la cuestión apreciaría el comentario que pueda 
realizar fundamentalmente el señor Ministro interino de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Voy a realizar algunos comentarios sobre esta reunión. En primer término, sé 
que a esta sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales del Senado fueron invitados los 
integrantes de la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes porque no es un debate de 
cada una de las Cámaras sino del poder político, del Poder Legislativo y del país, pero habrá otras 
oportunidades para darlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere corregir al señor Senador porque no se trató de una 
invitación sino que se les avisó de la reunión. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Entonces, yo también corrijo la palabra que utilicé y digo “avisados”, pero a los 
efectos de lo que quería manifestar es exactamente lo mismo. 


En segundo lugar, quiero remarcar la importancia de la presencia del Ministro de Economía y 
Finanzas y del Ministro interino de Relaciones Exteriores y sus asesores -seguramente en buena parte 
sean los que negociaron estos tratados con Argentina, Brasil y otros países- porque pusieron toda la 
carne en el asador para analizar un tema que, si bien no tiene una trayectoria tan larga, data de unos 
cuantos años atrás y ha sido de gran intensidad. 


Asimismo, quiero subrayar la exposición realizada por el señor Senador Lacalle Herrera - 
político de larga trayectoria e historia, con todos los antecedentes que conocemos- quien dijo todo lo 
que pensaba sobre el tema, así como también las de los señores Senadores Penadés y Pasquet. Creo 
que esto enriquece al poder político y demuestra la significación que este Parlamento le da a un tema 
de la trascendencia que tiene este. 


Por otra parte, me gustaría agregar que, por circunstancias que desconozco, me tocó ser 
Miembro Informante de seis u ocho tratados relativos a evitar la doble tributación o a generar el 
intercambio de información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es por su prestigio, señor Senador. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Muchas gracias, señor Presidente. 


En ese sentido, quiero decir que todos esos tratados, salvo el de Alemania, fueron votados 
por unanimidad y sin discusión en la Comisión y en el Pleno del Senado. Es muy significativo que los 
tratados cuya materia refiere propiamente a evitar la doble tributación o a generar el intercambio de 
información hayan tenido este tratamiento. Esto indica que el entorno que tiene esta discusión está 
ligado, fundamentalmente, al contexto político de ser un tratado con Argentina porque el que vamos a 
firmar con Brasil no se cuestiona tanto o, al menos, dada la discusión que se ha generado con respecto 
a la Argentina, la de Brasil va a ser más liviana. Sabemos que es así; vaya si lo sabemos. Hace pocos 
días se llevó a cabo una interpelación en el Senado en el que se dio un debate en torno a la situación 
geopolítica que tiene que ver con Paraguay, la situación de Venezuela, el Mercosur, etcétera. Digo esto 


porque creo que cuando razonamos sobre este tema debemos tratar de ubicar, en términos analíticos, 
cuánto tiene que ver con la materia de estos tratados que estamos discutiendo -en este caso, el que 
hoy tenemos entre manos- y cuánto con las condiciones políticas en las que se da el debate, aunque 
quizás se trate de un pedido un poco ambicioso. 


Quiero señalar que acá se han dicho muchas cosas significativas sobre el procedimiento y el 
tiempo que nos vamos a tomar para discutir. Los señores Senadores Lacalle Herrera y Penadés han 
anunciado que van a invitar a técnicos para exponer sobre el tema. En el país hay expertos de gran 
nivel a los que podemos oír y con quienes intercambiar opiniones sobre el tema. A pesar de las 
discrepancias existentes, como miembro de la Bancada de Gobierno no descarto la posibilidad de 
seguir escuchando en profundidad para procurar que el tratado sea votado por unanimidad. Creo que 
en el día de hoy no podemos descartar este objetivo, sino que debemos proponerlo y trabajar desde 
nuestra Bancada en ese sentido. 


A eso debemos sumar lo manifestado por el señor Ministro de Economía y Finanzas sobre 
tomarnos los tiempos necesarios para discutir el proyecto de ley en Comisión, y también lo que dijo el 
Ministro interino, aunque como todos sabemos, la última palabra la tiene el Presidente de la República, 
quien dirá cuál será el paso definitivo que daremos en esta materia. Estas son consideraciones de 
carácter general a cuenta de otras. 


Quiero que conste en la versión taquigráfica -para que la lean aquellos que no vinieron y que 
igual van a estar involucrados en el tema- la importancia y la calidad que tienen los documentos 
distribuidos por el Ministerio de Economía y Finanzas. No pongo en duda que el señor Senador Lacalle 
Herrera no tuvo tiempo de mirar los documentos porque recién acaban de distribuirlos, pero me permito 
sugerir su lectura al señor Senador y a los técnicos. Los seis o siete artículos enumerados en la página 
cuatro, donde se establecen las potenciales medidas defensivas contra países no cooperantes, y las 
medidas que se toman para dar trámite a una solicitud, que figuran en la página ocho, son de gran 
precisión. 


He leído casi todos los tratados aprobados -como Miembro Informante tengo la obligación de 
hacerlo- y no tienen nada que ver con la mayoría de los suscritos en el pasado para evitar la doble 
tributación. El artículo 26 dice poco y nada sobre el intercambio de información. Tan así es que hace 
pocos días el Senado votó las cartas reversales pedidas por Suiza para ampliar las expediciones de 
pesca, porque lo que ya se había aprobado no le daba garantías suficientes en el tratado con Uruguay 
y, además, como antecedente para otros tratados suscritos por un país de tanta relevancia desde el 
punto de vista de las inversiones que hace. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este tema no queremos pesca, señor Senador. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Eso fue lo que votamos. 
Volviendo al tema, me parece excelente tener los tres documentos. 


Este debate -hoy simplemente es un capítulo al que se agregarán muchos más en el futuro- 
lo ubico en esta Legislatura y en la anterior, concretamente en 2007, cuando discutimos la reforma 
tributaria y todo lo relativo al secreto bancario. Veo que los argumentos que se usaban en aquel 
momento no se están empleando en este ni en otros debates que hemos tenido recientemente porque 
la vida, los porfiados hechos y la experiencia que hemos ido transitando han permitido demostrar que 
algunas apreciaciones que se hacían y algunos anuncios que se realizaban hace cinco años sobre lo 
que podía ocurrir en el futuro, no fueron ciertos. Esos argumentos no se han demostrado, y por otro 
lado se ha confirmado la tesis fundamental de que no se darían las consecuencias, en algunos casos 
catastróficas -recuerdo una intervención del Secretario de la Asociación de Bancos en la Comisión de 
Hacienda; integro ambas Comisiones y en las dos hemos discutido el tema- si se aprobaba alguna 
norma de la reforma tributaria. La vida ha demostrado que, al menos en estos cinco años, esos hechos 
no se han dado. 


Si bien no quiero extenderme mucho más porque sin duda este debate tendrá otras 
instancias en el futuro, debo decir que aquí tengo un documento denominado: “Convenio para Evitar la 
Doble Imposición. Nociones Principales y Experiencias” suscrito por Argentina, de Gustavo 
Scravaglieri, de la consultora Ernst 8 Young. En el mismo figura Brasil, pero además Bolivia, Chile, 
España y otros países. Con todos los países de la región Argentina tenía tratados y no suscitaba 
demasiada sorpresa o no se debía ser demasiado perspicaz para saber por qué se habían firmado 
tratados con todos los países, menos con Uruguay. En definitiva, la ventaja de eso que 
eufemisticamente se ha llamado “plaza financiera”, podía tener elementos que existían en función de la 
situación que se daba al no tener un tratado de intercambio de información, que sí se tenía con los 
otros países. Creo que este también es un elemento importante. 


Por último, recuerdo que el demonio, la mano peluda que nos imponía todo era la OCDE. 
Durante unos cuantos años en los que transitamos por este Parlamento, la OCDE era el gran 
Mefistófeles, la gran responsable de todo lo que estábamos haciendo, porque era la que nos marcaba 
la cancha. Por tanto, celebro -y lo dije hace unos días en el Senado, inmediatamente después de que 
el Senador Pasquet hizo una referencia- que hoy tengamos una revisión bien importante sobre el papel 
de la OCDE. El señor Senador Pasquet en ese momento citó un documento -del que he tenido noticias, 
aunque no tengo la versión definitiva- de un destacado economista, Embajador uruguayo que tuvo 
muchos destinos, el señor Guillermo Valles, y me alegro de que lo haya planteado, en este caso, el 
Partido Colorado. Él decía que compartía la visión del documento sobre las ventajas que tenía para 
Uruguay la OCDE. 


Finalmente, como voy a cumplir con lo que le propuse al principio al Presidente en el sentido 
de hablar poco, voy a terminar mi exposición agradeciendo la presencia del señor Ministro, del señor 
Ministro interino y de sus asesores. Asimismo, le agradezco a los Senadores Lacalle Herrera, Penadés 
y Pasquet por haber realizado sus planteos aquí, porque sé que hay otros escenarios que tienen más 
repercusión que este. Este es un gran aporte para que el Parlamento uruguayo trabaje como debe 
hacerlo y que el debate de ideas siempre siga estando por encima de los encasillamientos políticos que 
podamos tener. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera iniciar estos comentarios haciendo una precisión. Estoy de acuerdo con 
el señor Senador Penadés en que haríamos muy mal si encapsuláramos la discusión del tratado 
exclusivamente en el tratado mismo. Toda la presentación inicial y todos los comentarios que he 
realizado trataron de ubicar el tema preciso del tratado bilateral dentro de un ámbito mucho más rico y 
más relevante, que tiene aún más importancia en la discusión sobre las estrategias que el país tiene 
que llevar adelante. No obstante -como pasa en muchos aspectos de las relaciones internacionales- 
esa reticencia a encapsular tiene que ser sucedida de una necesaria cápsula en la cual se termina 
limitando el alcance de la discusión. De otro modo, podríamos caer en una discusión en la que 
cualquier elemento, por más periférico que fuera, nos podría llevar al centro del problema sobre el que 
actúa el tratado. 


Entonces, quiero precisar que en ningún momento fue mi intención encapsular el tema, sino 
más bien ubicarlo en un escenario más amplio. Al mismo tiempo, digo que algunas de las vinculaciones 
que he escuchado hoy aquí -y también en otros ámbitos- generan demasiadas dimensiones sobre el 
problema y, por lo tanto, no encapsular el tema dentro del conjunto de cosas en las que debería 
estarlo, probablemente nos pueda alejar mucho del foco de atención. De todos modos, concuerdo 
totalmente en que el tratado es una herramienta y un acto jurídico vinculado a un conjunto de temáticas 
que tienen que estar en consideración y en discusión, más aun en el Parlamento de la República. 


A continuación trataré de responder las cuestiones planteadas por los dos Senadores, pero 
no en el orden en que fueron expuestas -empezaré por las realizadas por el señor Senador Penadés- 
porque algunas son relativamente fáciles y concretas, mientras que otras requieren algún desarrollo un 
poco más extenso. 


En primer lugar, quiero decir que Brasil y Argentina tienen un Acuerdo bilateral -creo que se 
menciona en el documento que les entregamos- desde el año 1980 y, además, durante los años 


noventa empezaron a hacer juntos inspecciones cruzadas. Por lo tanto, la experiencia de cooperación 
bilateral entre Argentina y Brasil es bastante más amplia que la que nosotros tenemos en materia de 
cooperación con cualquier país. O sea que los dos países tienen un tratado vigente de más de tres 
décadas -se suscribió en 1980, pero creo que entró en vigencia en el año 1982- pero sobre todo tienen 
una práctica de inspecciones conjuntas desde los años noventa. 


Por otra parte, desde el punto de vista técnico Uruguay tiene terminado el trabajo de 
negociación del Acuerdo con Brasil. Tenemos el trabajo técnico y está en proceso de revisión por los 
elencos especializados de los dos países. Me animo a decir que no debería haber razones relevantes 
para que el trabajo que realizaron los técnicos sufra modificaciones sustantivas en estas etapas de 
evaluación. Por tanto, en las próximas semanas estaremos en condiciones de solicitar la autorización 
para proceder a la firma del Acuerdo. 


Esos dos elementos muy concretos responden las preguntas planteadas por el señor Senador 
Penadés, pero quisiera hacer una precisión más. Cuando vengamos a presentar el Acuerdo con Brasil 
-hay que esperar que termine- vamos a encontrar que algunas cosas que podamos sentir que en la 
negociación con Argentina las obtuvimos todas, aquí se parecen más a otros Tratados. El resultado de 
la negociación no dará una pieza jurídica de las mismas características que el Tratado con Argentina, 
pero también tendremos oportunidad de discutir cuáles son las implicaciones o no que ellas tienen. 
Creo que se ha hecho un buen trabajo, pero nuevamente el Parlamento evaluará y analizará ese 
tratado. 


Quiero referirme ahora a una cosa bastante concreta, pero que merece un comentario 
especial -esto ya formó parte de nuestra intervención en diciembre y lo menciono de nuevo porque 
verdaderamente la preparamos tratando de aportar mucha información sobre esto- y tiene que ver con 
que se requería la firma de los diez tratados para no estar en la lista gris de la OCDE, y ya no estamos 
en la lista gris de la OCDE. Ya está, se terminó. Días previos a la interpelación del mes de diciembre, al 
cumplir con los requisitos establecidos, Uruguay desapareció de la lista gris de la OCDE; podemos ir a 
la página web y veremos que nuestro país no aparece entre los que aún permanecen tipificados de esa 
manera. Eso nada tiene que ver con el proceso de revisión entre pares que ocurre en el ámbito 
internacional del Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información en Materia Tributaria. 
Allí se da otro proceso donde no hay listas grises ni negras, sino países que, culminada su evaluación, 
tienen observaciones sustantivas que les impiden continuar adelante en el proceso de cooperación - 
ese fue el caso uruguayo- o países que tienen observaciones, pasan a la Fase 2 y continúan los 
trabajos de preparación hacia una mayor cooperación internacional en el marco del Foro. 


¿Qué queda claro en este caso? Que las observaciones que le hicieron a Uruguay eran 
esencialmente dos -eran más, los señores Senadores tienen el informe y verán que es extenso- es 
decir, la identificación de los propietarios de acciones al portador y la suscripción de acuerdos, pero ya 
no se hablaba de números, sino que bastaba con dos socios relevantes. Cabe destacar que se vuelven 
relevantes por el hecho de que levantaron la mano y dijeron: “Yo soy relevante porque quiero hacerlo y 
no lo quieren hacer conmigo”. He tratado de explicar que esa es la lógica de ser o no cooperante; es 
aquí donde entra el papel de la voluntad del socio al decir “aspiro a tener el instrumento” y eso basta 
como requerimiento de buena conducta en lo que hace a las prácticas de cooperación. Queda claro 
que no pasamos a la Fase 2 porque Argentina y Brasil dijeron que Uruguay debía tener un tratado con 
ellos y no lo tenía. Por lo tanto, esto quedó en la bolsa de los temas que para nosotros se convertían 
en temas de agenda, dada la estrategia que estábamos desarrollando. 


Dicho esto y ahora más allá de esta realidad, que es la originaria, podemos decir: “Estamos 
pendientes de unas condiciones con las que queremos cumplir y de las que nos obligamos a ser parte”. 
El acto que llevó a Argentina o a Brasil a solicitar que Uruguay suscribiera el acuerdo ya ocurrió en el 
pasado; no es algo que esté latente y planteado todos los días. 


Ahora bien, hemos encarado una enorme cantidad de acciones que podríamos englobar 
dentro del concepto de diplomacia no necesariamente vinculada a labor específica de nuestro Servicio 
Exterior, pero además de ello hay que contar a los equipos que han trabajado en el tema, a los 
responsables técnicos y políticos que han tenido una enorme agenda de trabajo en esta materia. 
Precisamente, en parte del informe que entregamos a los señores Senadores hemos mencionado 


muchos aspectos que yo englobaría dentro del concepto de diplomacia: mucho de lo que se ha hecho 
para plantear nuestra posición y hacerlo frente a quienes corresponda. Hemos enviado numerosas 
delegaciones en todas las ocasiones en que se ha reunido el Foro y, hasta en lo personal, puedo decir 
que viajé junto con el contador Ferreri a entrevistarme con los responsables de la Secretaría Técnica 
del Foro y con el Secretario de la OCDE, señor Gurría. En el informe está toda la información sobre el 
encuentro y puedo decir que tuvimos una clarísima expresión de lo que era nuestra posición y 
recibimos una clarísima exposición acerca de cuál era la posición que ellos, como Secretaría del Foro, 
manejaban en función de su mandato. O sea que hubo una intensa diplomacia sobre todo esto y creo 
que hemos ganado mucho terreno gracias a lo que hemos hecho y a las gestiones realizadas. Entiendo 
que se materializa la confianza acerca de cómo está procediendo Uruguay en ese enorme y valioso 
trabajo que -tal como decía el señor Senador Penadés- después de un esfuerzo muy importante, ha 
cristalizado. 


Como verán en la lista de acciones, cuando Uruguay solicita la reevaluación, el informe que 
eleva la Secretaría Técnica del Foro dice que nuestro país tendría que obtener su pasaje a la Fase 2. 
Eso está expresado y esa es la situación. 


Ahora bien, para responder a alguna de las consultas que hacía el señor Senador Pasquet, 
debo decir que si Uruguay decidiera cambiar algo de lo que fue la posición que lo llevó a esta 
evaluación -cualquier cosa que podamos hacer- no podemos asegurar que ella pueda mantenerse. Y 
acá no se necesita en absoluto, en principio, de otra cosa que no sea evaluar si actuamos o no con 
buena fe. Si yo digo que he firmado con Argentina y que se inicia a la brevedad el tratamiento 
parlamentario del tema, es porque la voluntad es avanzar. No hemos comprometido fechas ni nada que 
esté más allá de lo que es el lógico tratamiento de los temas. 


Sinceramente, quiero responder al señor Senador Penadés que no asesoraría al señor 
Presidente de la República en el sentido de que no jerarquizara este tema y lo dejara simplemente en 
un compás de espera por tiempo indeterminado. ¡Yo no le sugeriría al señor Presidente de la República 
que actuara de esa manera! Y le diría a los Parlamentarios -como lo estoy haciendo en este momento- 
que no creo que sea conveniente hacer otra cosa que un análisis en profundidad del tratado. Creo que 
es lo que corresponde. ¿Por qué? Porque están en juego bienes superiores desde el punto de vista de 
los intereses de la República. Esa imagen de solidez institucional surge a partir de que cuando va un 
gobernante uruguayo, establece una posición, pelea, defiende, trabaja por el país y se compromete en 
una dirección; hay un país y unas instituciones que hacen de eso un granito de arena más que 
construye institucionalidad. Esta es mi percepción sobre el punto. Insisto en que yo no sugeriría que 
pusiéramos en juego nuestra reputación por algo que, sinceramente, creo que podemos mantener a 
resguardo de otro tipo de contenciosos que tenemos con Argentina. ¿Por qué? Porque estoy 
convencido de que a través del cumplimiento de las condiciones que nos permiten ser parte de la 
cooperación, yo defiendo el interés de Uruguay y no el de otros. Por ende, estoy preservando un 
interés que para mí se mantiene claro y firme. Por lo tanto, mal haría si pusiera en riesgo a nuestro 
país -simplemente por hacer una mala evaluación de los riesgos- por un manejo inadecuado, luego del 
esfuerzo brutal que se ha hecho aquí en los últimos años en lo jurídico y en lo político, y que por ello 
tuviéramos una circunstancia indeseada. 


En definitiva, diría a los integrantes del Parlamento, pero sobre todo al Presidente de la 
República, que es a quien tengo que dar el asesoramiento que corresponde, que yo no pondría en 
riesgo todo esto y que llevaría adelante el proceso natural de discusión que debe tener un tratado de 
estas características. Es más; creo que hizo muy bien el Parlamento en trabajar primero sobre los 
tratados a los que estuvo abocado; no hubo ninguna alteración del orden en que los tratados fueron 
analizados por el Parlamento. Se terminaron de estudiar los tratados con los países nórdicos, que 
justamente son los anteriores a los que suscribimos con Argentina. Es natural y así funciona la 
institucionalidad. Nosotros no vamos a presionar al Parlamento para que cambie el orden de los temas, 
ni establecer prelación alguna. ¡No corresponde! Ese es un aspecto por el que se nos respeta; se nos 
respeta y se nos escucha porque se piensa que este es el trabajo que se espera que haga un país 
como Uruguay. 


Simplemente esta es mi opinión, y con ello no pretendo que nadie deje de pensar que sería 
mejor tomar ciertos riesgos, ni estoy llevando arena para otro lugar que el que creo que corresponde, 


que es el de brindar un asesoramiento prudente y cuidadoso teniendo en cuenta los riesgos que se 
puedan correr. 


Deseo hacer un comentario específico con respecto al contenido del Acuerdo. En ese sentido 
solicitaría al señor Presidente que le diera el uso de la palabra al doctor Nieves, de la Asesoría 
Tributaria de la DGl, para que respondiera con mayor profundidad los aspectos específicos del 
contenido de la norma planteados por el señor Senador Penadés. 


SEÑOR NIEVES.- Con relación a la primera inquietud planteada por el señor Senador Penadés acerca 
del alcance del término “registro” al que se hace referencia en el literal (g) del artículo 1 del Acuerdo, lo 
importante es el apartamiento que hay con relación al modelo de acuerdo OCDE 2002, ya que este 
modelo alude a cualquier documentación o documento, lo que generalmente se vincula con la 
información en formato papel. La inclusión del vocablo “registro” pretendió aportar cierta claridad al 
momento de interpretar el Acuerdo con el fin de abarcar toda aquella información que esté, por 
ejemplo, en soporte informático. 


En lo que tiene que ver con el segundo planteamiento que hacía el señor Senador Penadés 
sobre la precisión del concepto de Asuntos Penales Tributarios y su vinculación al Protocolo de 
Asistencia Jurídica Mutua de San Luis, en el ámbito del Mercosur, es importante destacar que el 
Acuerdo sobre Intercambio de Información celebrado con la República Argentina no innova en 
comparación con el modelo de intercambio de información OCDE 2002. Este es el formato que se 
aplica generalmente. No se trata de un desequilibrio ni de la concesión de una prerrogativa 
excepcional, sino de la regla que han seguido tanto la República Argentina en sus acuerdos de 
intercambio de información, como Uruguay. 


Ahora bien, con relación al Protocolo de Asistencia Jurídica Mutua de San Luis, en el ámbito 
del Mercosur, es importante destacar que este autoriza  -no obliga- a denegar la asistencia cuando la 
solicitud se refiera a un delito tributario. Esa asistencia comprende, entre otros elementos, por ejemplo, 
notificación de actos procesales, recepción y producción de pruebas, localización e identificación de 
personas, notificaciones a testigos y peritos, traslado de personas, medidas cautelares, etcétera. Pero 
lo importante es que en el ámbito de este Protocolo el procedimiento de asistencia jurídica mutua en 
asuntos penales tiene lugar dentro de un contexto eminentemente jurisdiccional, pues se da en el 
marco de un proceso penal jurisdiccional, llevándolo adelante las autoridades centrales de las distintas 
esferas del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, consideramos que en esta instancia no hay una derogación 
del ámbito de aplicación del Protocolo de San Luis, ni en términos formales ni en términos sustanciales, 
y prueba de ello es que el Acuerdo que se ha firmado con Argentina es una cooperación meramente 
administrativa y con un alcance eminentemente acotado. No se trata de una cooperación judicial 
internacional, y es precisamente aquí donde queremos poner el acento. Reitero: no se trata de una 
cooperación judicial internacional, sino únicamente de una cooperación administrativa que se da en el 
ámbito estricto de las administraciones fiscales tributarias, por lo cual la información a ser remitida en el 
marco del Acuerdo deberá brindarse dentro de ese ámbito. El proceso penal judicial del Protocolo de 
San Luis va a seguir rigiéndose por sus normas y principios propios. 


El planteamiento que hacía el señor Senador Penadés con relación a un procedimiento 
judicial previo creo que está parcialmente respondido; y con respecto a un procedimiento administrativo 
previo, el propio Acuerdo de Intercambio de Información brinda un contexto concreto, puesto que uno 
de los requisitos para la solicitud de intercambio de información -según consta en el numeral 5 del 
artículo 5- es la necesidad de que se identifique a la persona sometida a inspección o investigación. El 
propio señor Ministro hacía referencia al concepto de información previsiblemente pertinente que se da 
dentro de un marco de auditoría fiscal, lo que implica un procedimiento administrativo dentro del 
contexto de esa administración tributaria. 


Por último, en lo que tiene que ver con la referencia que hacía el señor Senador Penadés a 
un requerimiento de información por parte de la Administración Tributaria argentina vinculada a una 
sucursal de una entidad bancaria extranjera en Uruguay, es algo que hay que vincular al artículo 3 del 
Acuerdo, que se refiere a la jurisdicción. Hay que tener presente que, según lo que dispone el artículo 
3, Uruguay se ha obligado a proporcionar exclusivamente determinada información. Al respecto, esta 
disposición establece: “La Parte Requerida” -en este caso, Uruguay- “no estará obligada a facilitar la 


información que no obre en poder de sus autoridades o que no esté en posesión o bajo el control de 
Personas que se hallen en su jurisdicción territorial”. Este es un artículo esencial. A eso se ha obligado 
Uruguay exclusivamente, y para responder la pregunta que el señor Senador formulaba debo decir que 
nuestro país solo se obligó a proporcionar la información que esté a disposición de la sucursal de esa 
entidad, no la información vinculada con la entidad bancaria del exterior. 


Eso es todo, señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO.- Brevemente, quisiera comentar uno de los aspectos que mencionaba el señor 
Senador Penadés. Nosotros tratamos de informar verbalmente, pero también aportamos los 
documentos y los elementos que tuvimos en consideración para actuar; por lo tanto, preferiríamos 
que los señores Senadores se atuvieran a lo que hemos expresado aquí y no a lo que digan los 
medios de prensa respecto a presuntas motivaciones de nuestra parte. El órgano de prensa va a 
informar según crea que tiene que hacerlo, pero eso no representa en absoluto la lógica de la 
negociación ni la lógica de razonamiento que nos llevó a adoptar esta posición y pedirle al Parlamento 
que apruebe la norma que se está considerando. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- No quería dejar pasar el planteo del señor Senador Pasquet y sí 
quiero demostrar nuestro máximo interés en atender su comentario. 


El señor Senador ha dejado claro que no compartimos la definición estratégica. Para 
contestar la pregunta que hizo acerca de qué valoración hacemos respecto a la aprobación de este 
tratado en las circunstancias actuales de la relación con nuestro vecino, tendría que cambiar la lógica 
que ha gobernado nuestra decisión hasta el momento y poner las relaciones con Argentina como una 
cuestión prioritaria por encima del escenario multilateral; justamente, no es eso lo que hemos hecho. 


De cualquier manera, quiero plantearle con mucha franqueza al señor Senador que no 
seríamos creíbles si dijéramos que este tema no nos preocupa, que no lo estamos valorando y que no 
lo estamos atendiendo, porque eso podría ser considerado casi una omisión de la Cancillería. Por eso, 
quiero retomar un comentario que hice anteriormente. Nosotros creemos que en la coyuntura actual no 
estamos en conflicto con Argentina y que la agenda de Anchorena no está bloqueada. Estamos 
atravesando una situación en la que, como consecuencia de la judicialización que se ha producido en 
el proceso de mantenimiento y del nuevo llamado para la profundización del canal Martín García, esas 
negociaciones están momentáneamente paralizadas a la espera de pronunciamientos judiciales. Hay 
dos causas judiciales abiertas: una, en Argentina, a instancias de una denuncia presentada por dos 
parlamentarios de ese país; y, otra, en Uruguay, como consecuencia del envío a la Justicia, por parte 
del señor Ministro de Relaciones Exteriores, de todos los antecedentes del caso. 


En este momento no podemos concluir o tener una idea clara de si efectivamente estamos en 
un impasse de las negociaciones producto de esta judicialización, si estamos en una suspensión 
incidental de las negociaciones o si una de las partes, en este caso la República Argentina, ha 
renunciado a continuar con el tratamiento de la agenda de Anchorena. Eso es lo que tenemos que 
evaluar y no tenemos ningún elemento que nos diga que Argentina ha renunciado a ello; por tanto, nos 
ubicamos en la perspectiva de que todos los temas con ese país van a avanzar, no solo este, sino 
también los demás. No se nos escapa que si la agenda de Anchorena y la voluntad negociadora de los 
países se interrumpieran, entraríamos en otro escenario, pero sobre él no puedo especular en el 
momento actual. Con los elementos que tengo ahora, simplemente puedo decir que nos encontramos 
ante una detención incidental de las negociaciones y que la voluntad de los países es continuar 
adelante con la agenda de Anchorena en su conjunto. Es a ese escenario al que estamos 
respondiendo en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara a los señores integrantes de la Comisión que, a través de la 
Secretaría, recibirá los pedidos de comparecencia de profesionales y/o organizaciones, a los efectos 
de que concurran a la Comisión -si es ese su espíritu- y que no descarta una nueva comparecencia de 
los Ministros de Economía y Finanzas y de Relaciones Exteriores para seguir avanzando en la 
consideración del proyecto de ley. 


La Comisión de Asuntos Internacionales agradece al señor Ministro de Economía y Finanzas, 
al señor Ministro Interino de Relaciones Exteriores y a los distinguidos técnicos que los acompañan, su 
presencia en este ámbito. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 16 minutos.) 
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